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n la era de la globalización, el derecho a la 

comunicación es fundamental para garantizar la calidad democrática y 

avanzar hacia un verdadero Estado de derecho; por eso, es indispensable 

que los organismos de derechos humanos promuevan labores para la 

defensa y promoción de la libertad de expresión, que es piedra angular 

en la existencia misma de una sociedad democrática. Guiadas por estos 

principios, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos aúnan sus esfuerzos para coeditar 

este libro en el que se contextualiza el tema de la libre comunicación en el 

proceso democrático de nuestra sociedad.

Sergio García Ramírez es doctor en derecho por la Universidad Nacional Autónoma 

de México y fue investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas de esa casa de 
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de Derechos Humanos.
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LISTA DE ABREVIATURAS

A continuación se enlistan las abreviaturas con las que se
hará referencia a la jurisprudencia de Corte Interamericana
de Derechos Humanos recurrente en este estudio. El regis-
tro completo puede consultarse en la bibliografía. El orden
de la lista atiende a la fecha en que se emitieron los docu-
mentos. En las notas a pie, los números que acompañan a
la abreviatura se remiten al párrafo de la fuente citada.

COP La Colegiación Obligatoria de Periodistas.
Opinión Consultiva OC-5/85

UTC “La última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos
y otros)

IB Caso Ivcher Bronstein
HU Caso Herrera Ulloa
RC Caso Ricardo Canese
CN Caso Carpio Nicolle y otros
PI Caso Palamara Iribarne
BR Caso Blanco Romero y otros
PB Caso Masacre de Pueblo Bello
LA Caso López Álvarez
CR Caso Claude Reyes y otros
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A MANERA DE INTRODUCCIÓN

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas
de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en
forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a
previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresa-
mente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral

públicas.

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales
como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de
frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de infor-
mación o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación
y la circulación de ideas y opiniones.

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el
exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infan-
cia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

5. Está prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología
del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o
cualquiera otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de per-
sonas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen
nacional.

Artículo 13, Libertad de Pensamiento y de Expresión,
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
San José de Costa Rica, 22 de noviembre de 1969.
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En la era de la globalización el derecho a la comunicación
resulta tan fundamental para la calidad democrática y el
avance hacia un verdadero Estado de derecho como lo es
el quehacer de los defensores y las defensoras de derechos.
Preocupada por garantizar la democracia, la diversidad y el
diálogo en la ciudad de México, la Comisión de Derechos
Humanos del Distrito Federal (CDHDF) realiza tareas de de-
fensa y promoción de las libertades de expresión y, como
resultado de esta labor, une esfuerzos con la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos para publicar este libro
que contextualiza el tema de la libre comunicación en el
proceso democrático de nuestra sociedad.

En esta obra, Sergio García Ramírez y Alejandra Gonza
esclarecen los mecanismos y recursos internacionales, y
revisan la jurisprudencia y los instrumentos que dan certe-
za y garantía al ejercicio pleno de la libertad de expresión,
tema que en el contexto mexicano cobra aún más valor y
vigencia; ya que la violencia y la hostilidad permanentes
contra los trabajadores de los medios de comunicación y el
ataque directo a las garantías individuales y colectivas en
materia de libertad de expresión hacen que México ocupe
el segundo lugar de riesgo para el ejercicio periodístico.*

Es importante recuperar lo que la propia Relatoría Espe-
cial para la Libertad de Expresión de la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos (CIDH) ha expresado en
relación con los asesinatos de periodistas en México: “en-
tre 2006 y lo que va de 2007 se han reportado 11 asesina-
tos y 4 desapariciones de trabajadores de la comunicación
social”.**

Es necesario recordar que, de manera incisiva, esta ins-
tancia ha recomendado que el Estado mexicano otorgue

10

* Según cifras de Reporteros sin Fronteras en su Informe mundial 2006.
** CIDH, Relatoría Especial de Libertad de Expresión, Informe anual 2006.
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debida atención a la situación de violencia contra periodis-
tas y a la impunidad de los casos respectivos, emprendiendo
acciones efectivas que impliquen, en la práctica, la imposi-
ción de sanciones a los autores materiales e intelectuales
de tales crímenes. En este Informe la CIDH expresa su pro-
funda preocupación por la ausencia de la debida investi-
gación de los asesinatos de periodistas perpetrados durante
2006 y en años anteriores.

Estos crímenes frecuentemente quedan en la impuni-
dad. La falta de sanciones a los responsables materiales e
intelectuales de estos homicidios propicia la ocurrencia de
nuevos asesinatos. Si bien esta instancia considera como
un avance la creación en México de la Fiscalía Especial
para la Atención a Delitos Cometidos contra Periodistas
de la Procuraduría General de la República en febrero de
2006, resulta preocupante que según el artículo 4° del
Acuerdo A/031/06 mediante el cual se creó esta fiscalía es-
pecial, los delitos presuntamente cometidos por el crimen
organizado deben ser investigados y perseguidos por la
Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delin-
cuencia Organizada, lo cual podría dejar a la mayoría o
todos los asesinatos de periodistas fuera de la competencia
de la nueva fiscalía especial.

Por su parte, en diciembre del mismo año, Amnistía
Internacional México señaló en un boletín de prensa que
para contrarrestar esa situación en México, se “exige una
movilización, tanto de los órganos autónomos, del poder
político como de las autoridades judiciales y policiales, y de
los medios de comunicación nacionales”. Para ello, se debe
dotar a la Fiscalía Federal Especial encargada de reprimir
los ataques a la prensa y de promover las legislaciones lo-
cales, de sistemas suplementarios como los órganos locales.
Asimismo, los medios de comunicación nacionales y las
asociaciones de defensores deben tener un peso en el se-

11
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guimiento de las investigaciones y de la lucha contra la
corrupción.

Estos crímenes se convierten en un círculo vicioso de
asesinatos, impunidad y nuevos asesinatos, al que se agre-
ga la autocensura que esta situación genera. Por ello, cuan-
do los Estados no garantizan el derecho a la vida, los
periodistas tienen que elegir entre continuar poniendo en
riesgo sus vidas, y muchas veces las de sus familiares, o bien
abandonar sus investigaciones y dejar de informar sobre
determinados temas. 

La sociedad puede no enterarse de la existencia de esa
autocensura, o puede no conocer cuál es su nivel de preva-
lencia entre los periodistas y los medios de comunicación
de los cuales depende para estar informada. Sin embargo,
la sociedad paga un alto precio cuando se impone una si-
tuación de esta naturaleza, ya que en un sistema demo-
crático es indispensable que la ciudadanía pueda ejercer su
derecho a informarse sobre cualquier tema.

En este contexto, la vigencia, importancia y validez de
esta publicación se vuelven aún más relevantes, y nos invi-
tan a que, juntos –sociedad civil, academia, medios y ciu-
dadanía en general– nos apropiemos de este derecho para
defenderlo.

Los autores nos llevan de la mano por los diversos con-
ceptos y principios que rigen el derecho a la libertad de
expresión, a partir de la interpretación que la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos ha dado a los preceptos
que dicta la Convención Americana en materia de dere-
chos civiles sobre censura previa, prohibiciones, conexión
entre privación de la vida e impedimento de libre expre-
sión, exclusiones, igualdad y no discriminación, uso de len-
gua materna, goce del derecho conculcado, daño material
e inmaterial, entrega de información bajo control del Esta-
do o negativa mediante decisión fundada, y publicidad de

12
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las sentencias, entre otros asuntos. También representa una
guía para generar mecanismos de capacitación a los órga-
nos, las autoridades y los agentes públicos sobre el acceso
y el derecho a la información, y además permite conocer
las diversas medidas provisionales adoptadas al respecto.

Este libro está conformado por citas de diversas sen-
tencias de la Corte que permiten su comparación con las
disposiciones del sistema global de Naciones Unidas y, en
particular, con las opiniones consultivas. Esto nos acerca
de manera muy estrecha a estas instancias y mecanismos y
nos ayuda a usarlos en la defensa de las libertades de ex-
presión. Estas características lo convierten en un material
básico para quienes promueven desde su actividad coti-
diana un orden público plenamente apegado al Estado de
derecho.

Estrechamente vinculada a la tarea de la Corte Inter-
americana, y en respuesta al contexto de violencia y hos-
tigamiento contra los periodistas y defensores de derechos
humanos en esta ciudad, la CDHDF creó la Relatoría Espe-
cial de Defensores de Derechos Humanos y Libertad de
Expresión como instancia única en México, cuya finalidad
consiste en fortalecer la protección y la promoción de las
defensoras y los defensores de los derechos humanos y de
los periodistas. Para alcanzar su meta, la Relatoría incorpo-
ra estándares internacionales a su quehacer; incrementa
las capacidades de diálogo, coordinación y concertación
entre ella y otros actores locales, federales e internaciona-
les ocupados en el tema, y trabaja de manera estrecha con
representantes de la academia, los medios y la sociedad
civil organizada.

Esperamos que todos estos atributos hagan que La liber-
tad de expresión en la jurisprudencia de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos tienda puentes de trabajo entre
lo local, lo regional y lo global, para garantizar la defensa

13
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plena, legítima y concreta de las libertades de expresión,
así como un verdadero Estado de derecho con mecanismos
de participación ciudadana directa que permitan concretar
una democracia con justicia, equidad y capacidad de diá-
logo social.

ERÉNDIRA CRUZVILLEGAS

Relatora para la libertad de expresión y atención a
defensoras y defensores de derechos humanos-CDHDF

14
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NOTA INTRODUCTORIA

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, estable-
cida hace un cuarto de siglo, ha tenido oportunidad de
referirse a numerosos alcances de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos de 1969 y a otros instru-
mentos que le confieren competencia. Entre los temas
analizados por la Corte figura la libertad de expresión, re-
conocida en el artículo 13 de la Convención Americana.1
En este trabajo se presentan los criterios adoptados por
aquélla en diversos pronunciamientos: una opinión con-
sultiva, que figura entre las primeras emitidas (La Colegia-
ción Obligatoria de Periodistas, OC-5, del 13 de noviembre
de 1985) y varios casos contenciosos. Por otra parte, este
tribunal ha dictado medidas provisionales en varios asun-
tos que atañen a la libertad de expresión.2

15

1 Hasta febrero de 2007, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha
declarado la existencia de violaciones a la libertad de expresión en siete ca-
sos. En este número no se incluyen aquéllos en que hubo reconocimiento de
responsabilidad del Estado. Todos se recogen en este documento y se iden-
tifican en la bibliografía. Tal cifra ocupa un lugar intermedio entre las co-
rrespondientes a las violaciones cometidas con mayor frecuencia (como las
relativas a la obligación general de respetar derechos, las garantías judiciales,
la protección judicial, la adopción de disposiciones de derecho interno, la
integridad, la propiedad, la vida, la legalidad, los derechos del niño) y las
concernientes a otros derechos –la mayoría, en términos cuantitativos– pre-
vistos en el Pacto de San José. Cfr. Corte IDH, La Corte Interamericana de
Derechos Humanos. 25 años, San José, Costa Rica, 2006, p. 43, y La Corte
Interamericana de Derechos Humanos: un cuarto de siglo: 1979-2004, San José,
Costa Rica, 2005, p. 504.

2 La Corte ha emitido diversas Resoluciones en los siguientes casos: cfr. Caso
Herrera Ulloa. Medidas provisionales respecto a Costa Rica, resolución de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 7 de septiembre de 2001;
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En los siguientes párrafos se ofrece una revisión sistemá-
tica de esta materia, en la que figuran temas de alcance
general y cuestiones de carácter especial o particular. Ge-
neralmente se ha recogido en forma textual la jurispruden-
cia de la Corte. Cuando ha parecido conveniente hacerlo,
se han introducido modificaciones de mera adaptación o
cambios en el orden de los párrafos para facilitar la exposi-
ción y evitar reiteraciones innecesarias. Siempre se citan,
en notas a pie, las fuentes utilizadas, en las que el lector
puede cotejar la síntesis de este trabajo con la exposición
detallada y completa de los pronunciamientos de la Corte.
En primer término se remite a la fuente de donde se han
extraído los párrafos; después se mencionan otros pronun-
ciamientos en sentido similar o igual al citado primero.

Cada apartado se presenta con un breve comentario in-
troductorio en cursivas, seguido de los párrafos en que la
Corte expone su criterio acerca de los temas analizados. Los
números que aparecen al inicio de estos párrafos corres-
ponden a los de la opinión consultiva y las resoluciones
citadas en notas a pie de página, cuya identificación com-
pleta se hace en la bibliografía. No se mencionan países ni
personas, pero se pueden conocer unos y otras a través de
la referencia acerca de la fuente utilizada.

16

Asunto Marta Colomina y Liliana Velásquez. Medidas provisionales respecto a
Venezuela, resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de
8 de septiembre de 2003; Asunto diarios El Nacional y Así es la Noticia.
Medidas provisionales respecto a Venezuela, resolución de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos de 6 de julio de 2004; Asunto de la emisora de
televisión Globovisión. Medidas provisionales respecto a Venezuela, resolución
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 4 de septiembre de
2004; Asunto Luisiana Ríos y otros (Radio Caracas Televisión-RCTV). Medidas
provisionales respecto a Venezuela, resolución de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos de 8 de septiembre de 2004.
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I. CONTENIDO Y ALCANCE DEL DERECHO A LA
LIBERTAD DE EXPRESIÓN

A. RELACIÓN CON EL ORDEN PÚBLICO EN UNA SOCIEDAD

DEMOCRÁTICA

La Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha ocupa-
do en establecer la relevancia de la libertad de expresión en la
sociedad democrática: es sustento y efecto de ésta, instrumento
para su ejercicio, garantía de su desempeño. Hay una relación
evidente entre el despliegue de la expresión y el goce de la liber-
tad. Estos conceptos informan diversos instrumentos internacio-
nales relativos a derechos humanos, en el doble plano universal
y regional. El orden público democrático reclama, pues, la de-
fensa de la libertad de expresión. A ella sirve, en su ámbito de
atribuciones, la jurisdicción de la Corte.

[69] El concepto de orden público reclama que, dentro de
una sociedad democrática, se garanticen las mayores posi-
bilidades de circulación de noticias, ideas y opiniones, así
como el más amplio acceso a la información por parte de la
sociedad en su conjunto. La libertad de expresión se inser-
ta en el orden público primario y radical de la democracia.

[70] La libertad de expresión es una piedra angular en la
existencia misma de una sociedad democrática. Es indis-
pensable para la formación de la opinión pública. Por ende,
es posible afirmar que una sociedad que no está bien infor-
mada no es plenamente libre.1

17

1 Cfr. COP, 69 y 70. También, CR, 85; RC, 82 y 86; HU, 112 y 113; IB, 151 y
152, y UTC, 68 y 69.
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[86] Existe coincidencia entre los diferentes sistemas re-
gionales de protección a los derechos humanos y el univer-
sal, en cuanto al papel esencial que juega la libertad de
expresión en la consolidación y dinámica de una sociedad
democrática.2

B. DIMENSIONES INDIVIDUAL Y SOCIAL

En los términos del artículo 13 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, interpretado por la Corte Interame-
ricana, la libertad de expresión se analiza en dos dimensiones,
que se reclaman y sustentan mutuamente. Por una parte, existe
la llamada dimensión individual, que asegura la posibilidad
de utilizar cualquier medio idóneo para difundir el pensamiento
propio y llevarlo al conocimiento de los demás. Los receptores
potenciales o actuales del mensaje tienen, a su vez, el derecho
de recibirlo: derecho que concreta la dimensión social de la
libertad de expresión. Ambas dimensiones deben ser protegidas
simultáneamente. Cada una adquiere sentido y plenitud en
función de la otra.

[77] Quienes están bajo la protección de la Conven-
ción tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su
propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad
de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda
índole. La libertad de expresión tiene una dimensión indi-
vidual y una dimensión social.3

2 Cfr. RC, 86. También, HU, 116.
3 Cfr. RC, 77. Asimismo, CR, 75 y 76; LA, 163; PI, 69; HU, 108; IR, 146; UTC,

64; y COP, 30.
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[31] En su dimensión individual, la libertad de expre-
sión no se agota en el reconocimiento teórico del derecho
a hablar o escribir, sino que comprende además, insepara-
blemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado
para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor nú-
mero de destinatarios.

[32] En su dimensión social la libertad de expresión es
un medio para el intercambio de ideas e informaciones y
para la comunicación masiva entre los seres humanos. Im-
plica el derecho de todos a conocer opiniones y noticias.

[33] Esas dos dimensiones deben ser garantizadas simul-
táneamente.4

C. INDIVISIBILIDAD DE LA EXPRESIÓN Y LA DIFUSIÓN

DEL PENSAMIENTO

La dimensión individual de la libertad de expresión se proyecta
en la posibilidad de expresar el pensamiento usando los medios
que elija el emisor, y también en la facultad de difundirlo a tra-
vés de ellos, para que sea conocido por sus naturales destina-
tarios. Obstruir o vulnerar cualquiera de esas dos proyecciones
limita y afecta el ejercicio del derecho en su conjunto.

[78] La expresión y la difusión de pensamientos e ideas
son indivisibles. Una restricción de las posibilidades de di-
vulgación representa directamente, y en la misma medida,
un límite al derecho de expresarse libremente.5

19

4 Cfr. COP, 31-33. También, CR, 77; LA, 163; PI, 69; RC, 78-80; HU, 109-111;
IB, 147-149; y UTC, 65-67.

5 Cfr. RC, 78. También, LA, 164; PI, 72 y 73; HU, 109; IB, 147; UTC, 65; y COP,
31.
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D. CONTROL DEMOCRÁTICO DE LA SOCIEDAD

La sociedad debe observar cuidadosamente el ejercicio de la li-
bertad de expresión, que le sirve directamente. Es necesario que
exista “atención social” hacia ese ejercicio, como garantía para
quien lo practica y para la propia sociedad y sus integrantes.
Corresponde a la opinión pública ponderar el mensaje informa-
tivo, apreciativo o crítico del emisor. En este orden, el adecuado
ejercicio de la libertad implica –como se verá más adelante, en
otros pronunciamientos de la Corte– una tolerancia mayor
hacia las expresiones que se emiten en circunstancias o sobre
asuntos que poseen gran relevancia social.

[97] El control democrático por parte de la sociedad, a
través de la opinión pública, fomenta la transparencia de
las actividades estatales y promueve la responsabilidad de los
funcionarios sobre su gestión pública, razón por la cual
debe existir un mayor margen de tolerancia frente a afir-
maciones y apreciaciones vertidas en el curso de los deba-
tes políticos o sobre cuestiones de interés público.6

[86] La actuación del Estado debe encontrarse regida por
los principios de publicidad y transparencia en la gestión
pública. El acceso a la información bajo el control del Es-
tado, cuando ésta sea de interés público, favorece la parti-
cipación en la gestión pública, a través del control social
que se puede ejercer por ese medio.7

20

6 Cfr. RC, 97. También, CR, 86; HU, 116 y 127; e IB, 155.
7 Cfr. CR, 86 y 87.
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II. INTERPRETACIÓN

Los instrumentos internacionales que reconocen derechos fun-
damentales se han ocupado en garantizar la libertad de expre-
sión a través de distintas fórmulas tutelares comunicadas por
un designio común, ampliamente compartido. En este orden
destaca la protección que asegura la Convención Americana,
si se le compara con sus correspondientes universal y europea.
Aquélla contiene, en efecto, mayores protecciones que constitu-
yen otros tantos deberes dirigidos a los Estados. Esto se indica
en las apreciaciones de la Corte Interamericana que figuran a
continuación. Es evidente la preocupación tutelar del ordena-
miento americano, aplicado por este tribunal de manera conse-
cuente con el fin que procura alcanzar.

A. COMPARACIÓN ENTRE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

[45] El artículo 13 de la Convención Americana, al que
en parte sirvió de modelo el artículo 19 del Pacto [Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos], contiene una
lista más reducida de restricciones que la Convención Eu-
ropea y que el mismo Pacto, [aunque] sólo sea porque éste
no prohíbe expresamente la censura previa.

[47] El artículo 13.2 tiene que interpretarse de acuerdo
con las disposiciones del artículo 13.3, que es el más explí-
cito en prohibir las restricciones a la libertad de expresión
mediante “vías o medios indirectos [...] encaminados a im-
pedir la comunicación y la circulación de ideas y opinio-
nes”. Ni la Convención Europea ni el Pacto contienen
una disposición comparable.

21
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[50] Ello evidencia el altísimo valor que la Convención
da a la libertad de expresión. La comparación entre el ar-
tículo 13 y las disposiciones relevantes de la Convención
Europea (artículo 10) y del Pacto (artículo 19) demuestra
claramente que las garantías de la libertad de expresión
contenidas en la Convención Americana fueron diseñadas
para ser las más generosas y para reducir al mínimum las
restricciones a la libre circulación de las ideas.8

B. APLICACIÓN DE LA NORMA MÁS FAVORABLE

El artículo 29 de la Convención Americana gobierna la inter-
pretación de los preceptos de ésta. Rige el principio de la más
amplia protección. Esto significa que ninguna norma de dicho
instrumento puede interpretarse en forma que reduzca, limite o
relativice los derechos del individuo que figuren en la propia
Convención o en otros ordenamientos –nacionales o internacio-
nales–, o bien sean inherentes al ser humano o deriven de la for-
ma democrática representativa de gobierno. En consecuencia,
las limitaciones al ejercicio de los derechos convencionales deben
plantearse en los términos de la propia Convención, adecuada-
mente interpretados; no es admisible acudir a otros ordenamien-
tos para restringir o limitar los derechos previstos en ella.

[52] Si la propia Convención establece que sus regula-
ciones no tienen efecto restrictivo sobre otros instrumen-
tos internacionales, no podrán traerse restricciones presentes
en esos otros instrumentos, pero no en la Convención,
para limitar el ejercicio de los derechos y libertades que
ésta reconoce.9

22

8 Cfr. COP, 45, 47, 50 y 51.
9 Cfr. ibid., 52 y 65.
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III. EJERCICIO DEL PERIODISMO

La misión social y moral del periodismo en una sociedad demo-
crática y, por lo tanto, la función que corresponde a quienes se
desempeñan en esta tarea han sido materia de especial atención
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. A través de
este examen es posible observar, también, diversos extremos
relevantes de la libertad de expresión y del servicio que por este
medio se brinda a la sociedad. Existe una notoria y trascenden-
tal vinculación entre la libertad de expresión, en general, y el
desempeño de la profesión periodística, en particular, que im-
plica una práctica sistemática y deliberada de esa libertad. De
ahí que el periodismo ofrezca un marco específico de suma im-
portancia para el análisis y la tutela de la libertad de expresión.
En este orden, la Corte ha examinado la importancia de los
medios de comunicación social para la preservación de la de-
mocracia.

A. CONCEPTO Y FUNCIÓN SOCIAL

[71] El periodismo es la manifestación primaria y prin-
cipal de la libertad de expresión del pensamiento y, por esa
razón, no puede concebirse meramente como la prestación
de un servicio al público a través de la aplicación de unos
conocimientos o capacitación adquiridos en una universi-
dad o por quienes están inscritos en un determinado cole-
gio profesional, como podría suceder con otras profesiones,
pues está vinculado con la libertad de expresión, que es
inherente a todo ser humano.
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[72] La profesión de periodista implica precisamente
buscar, recibir y difundir información. El ejercicio del pe-
riodismo, por tanto, requiere que una persona se involucre
en actividades que están definidas o incluidas en la liber-
tad de expresión garantizada en la Convención.

[74] El ejercicio del periodismo profesional no puede
ser diferenciado de la libertad de expresión; por el con-
trario, ambas cosas están evidentemente imbricadas, pues
el periodista profesional no es, ni puede ser otra cosa que
una persona que ha decidido ejercer la libertad de expre-
sión de modo continuo, estable y remunerado. Además, la
consideración de ambas cuestiones como actividades dis-
tintas, podría conducir a la conclusión de que las garantías
contenidas en el artículo 13 de la Convención no se apli-
can a los periodistas profesionales.

[149] La importancia de este derecho destaca aún más al
analizar el papel que juegan los medios de comunicación
en una sociedad democrática, cuando son verdaderos ins-
trumentos de la libertad de expresión y no vehículos para
restringirla, razón por la cual es indispensable que recojan
las más diversas informaciones y opiniones.10

B. INDEPENDENCIA Y RESPONSABILIDAD DE LOS PERIODISTAS

Y LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

Consciente de la especial trascendencia del ejercicio de la infor-
mación a través del periodismo, cuyas expresiones llegan a un
gran número de personas, la Corte se ha ocupado en examinar
la responsabilidad social y ética que entraña el desempeño de

10 Cfr. COP, 71, 72, 74 y 34; e IB, 149. Asimismo, HU, 117; y RC, 94.
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esa profesión. Es preciso contar con medios que aseguren el
ejercicio responsable de ésta, sin limitar la libertad de expresión
a través de reglas que condicionen o, de hecho, impidan la acti-
vidad periodística. Tampoco se deben olvidar por ello las res-
tricciones estipuladas en el artículo 13 de la Convención. Al
respecto, en la jurisprudencia se destacan tanto las exigencias
de la libertad como los requerimientos que implica el desempeño
responsable de una función social.

[80] La Corte reconoce la necesidad de establecer un
régimen que asegure la responsabilidad y la ética profe-
sional de los periodistas y sancione las infracciones a esa
ética. Puede ser apropiado que un Estado delegue, por ley,
autoridad para aplicar sanciones por las infracciones a la
responsabilidad y ética profesionales. Pero, en lo que se re-
fiere a los periodistas, deben tenerse en cuenta las restric-
ciones del artículo 13.2 y las características propias de este
ejercicio profesional.

[79] Es perfectamente concebible establecer un estatuto
que proteja la libertad e independencia de todos aquellos
que ejerzan el periodismo, sin necesidad de dejar ese ejerci-
cio solamente a un grupo restringido de la comunidad.11

[150] Asimismo es fundamental que los periodistas go-
cen de la protección y de la independencia necesarias para
realizar sus funciones a cabalidad, ya que son ellos los que
mantienen informada a la sociedad, requisito indispensa-
ble para que ésta goce de plena libertad.12

25

11 Cfr. COP, 80 y 79.
12 Cfr. IB, 150. También, COP, 34, 78 y 79.
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[117] Los medios de comunicación, como instrumentos
esenciales de la libertad de pensamiento y de expresión,
deben ejercer con responsabilidad la función social que
desarrollan.13

C. COLEGIACIÓN OBLIGATORIA DE PERIODISTAS

La Corte analizó, en una opinión consultiva, la compatibilidad
entre el ejercicio de la libertad de expresión por parte de los pe-
riodistas, en los términos de la Convención Americana y un
ordenamiento interno que pudiera disponer la colegiación de
aquéllos como condición para el desempeño profesional. La co-
legiación obligatoria, ampliamente conocida en el caso de diver-
sas profesiones, puede contribuir al desarrollo de éstas y al buen
servicio al público, desde el doble ángulo ético y profesional.
Sin embargo, cuando se trata del ejercicio del periodismo la res-
tricción profesional genera un límite a la libertad de expresión
que no resulta compatible con la Convención Americana; en
efecto, se pone esa libertad en manos de un grupo reducido de
personas, con exclusión de cualesquiera otras. De ahí que el pro-
nunciamiento de la Corte hubiera sido desfavorable a esa
pretensión –fundada en consideraciones de bien común–, en lo
que corresponde, específicamente, a la profesión periodística y
a la libertad de expresión que ésta supone.

[76] Las razones de orden público válidas para justificar
la colegiación obligatoria de otras profesiones no pueden
invocarse en el caso del periodismo, pues conducen a limi-
tar de modo permanente, en perjuicio de los no colegia-
dos, el derecho de hacer uso pleno de las facultades que
reconoce a todo ser humano el artículo 13 de la Conven-

26

13 Cfr. HU, 117.
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ción, lo cual infringe principios primarios del orden públi-
co democrático sobre el que ella misma se fundamenta.

[77] Los argumentos de que la colegiación es la manera
de garantizar a la sociedad una información objetiva y ve-
raz a través de un régimen de ética y responsabilidad pro-
fesionales han sido fundados en el bien común. Pero, en
realidad, el bien común reclama la máxima posibilidad de
información y es el pleno ejercicio del derecho a la expre-
sión lo que la favorece. Resulta contradictorio invocar una
restricción a la libertad de expresión como medio para
garantizarla, porque es desconocer el carácter radical y pri-
mario de ese derecho como inherente a cada ser humano
individualmente considerado, aunque atributo, igualmen-
te, de la sociedad en su conjunto. Un sistema de control al
derecho de expresión en nombre de una supuesta garan-
tía de la corrección y veracidad de la información que la
sociedad recibe puede ser fuente de grandes abusos y, en el
fondo, viola el derecho a la información que tiene esa
misma sociedad.

[78] Se ha señalado igualmente que la colegiación de
los periodistas es un medio para el fortalecimiento del gre-
mio y, por ende, una garantía de la libertad e independen-
cia de esos profesionales y un imperativo del bien común.
No escapa a la Corte que la libre circulación de ideas y
noticias no es concebible sino dentro de una pluralidad de
fuentes de información y del respeto a los medios de comu-
nicación. Pero no basta para ello que se garantice el dere-
cho de fundar o dirigir órganos de opinión pública, sino
que es necesario también que los periodistas y, en general,
todos aquellos que se dedican profesionalmente a la comu-
nicación social, puedan trabajar con protección suficiente
para la libertad e independencia que requiere este oficio.

27
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Se trata, pues, de un argumento fundado en un interés le-
gítimo de los periodistas y de la colectividad en general,
tanto más cuanto son posibles e, incluso, conocidas las ma-
nipulaciones sobre la verdad de los sucesos como producto
de decisiones adoptadas por algunos medios de comuni-
cación estatales o privados.

[81] De las anteriores consideraciones se desprende que
no es compatible con la Convención una ley de colegia-
ción de periodistas que impida el ejercicio del periodismo
a quienes no sean miembros del colegio y limite el acceso a
éste a los graduados en una determinada carrera universi-
taria. Una ley semejante contendría restricciones a la li-
bertad de expresión no autorizadas por el artículo 13.2 de
la Convención y sería, en consecuencia, violatoria tanto
del derecho de toda persona a buscar y difundir informa-
ciones e ideas por cualquier medio de su elección, como
del derecho de la colectividad en general a recibir infor-
mación sin trabas.14

28

14 Cfr. COP, 76, 77, 78 y 81.
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IV. RESTRICCIONES

A. CONCEPTO

El ejercicio de los derechos, en general, puede sujetarse a deter-
minadas limitaciones o restricciones, que contempla la propia
Convención Americana. Se ha explorado frecuentemente el al-
cance de las restricciones, su fuente, sus consecuencias, su legi-
timidad, así como los efectos que acarrea el abuso o exceso en
una conducta que pudiera ampararse, en principio, por un de-
recho nacional e internacionalmente reconocido. Esto atañe
también a la libertad de expresión. El artículo 13 del Pacto de
San José contiene reglas de carácter específico a este respecto.
Al ocuparse en ese tema, la Corte Interamericana ha estudia-
do la norma convencional y ha establecido su aplicación en su-
puestos generales y particulares.

[35] La expresión restricción alude a la conducta defini-
da legalmente como generadora de responsabilidad por el
abuso de la libertad de expresión.15

B. COMPATIBILIDAD DE LAS RESTRICCIONES

CON LA CONVENCIÓN EN UNA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA

En el examen de esta materia se ha distinguido entre las hipóte-
sis generales de limitación al ejercicio de derechos, contenidas
en el enunciado general del artículo 32.2, y los supuestos espe-
ciales establecidos en preceptos particulares de la Convención,

29

15 Cfr. COP, 35. También, PI, 79; RC, 95; y HU, 120.

libertad de expresión nuevo.qxp  10/16/2007  3:31 PM  Page 29



como en el artículo 13 acerca de la libertad de expresión. Por
otra parte, la Corte ha analizado la legitimidad de las limita-
ciones y restricciones, desde la perspectiva del bien común y el
orden público –que no pueden desembocar en la supresión de
un derecho–; la necesidad de adoptarlas para alcanzar un fin
consecuente con la Convención; la congruencia y proporciona-
lidad entre el objetivo justo perseguido por la restricción, en su
caso, y las características mismas de ésta, que puede ser inade-
cuada, impertinente o desbordante, y que puede provenir de cual-
quier órgano del Estado. A fin de cuentas, es preciso establecer
la naturaleza y el alcance de la restricción o limitación requeri-
das, por una parte, y las condiciones inherentes a una sociedad
democrática, por la otra, para ponderar su compatibilidad o in-
compatibilidad –y por lo tanto su admisibilidad o inadmisibili-
dad– con el Pacto de San José.

[57] Una restricción a la libertad de expresión puede ser
o no violatoria de la Convención, según se ajuste o no a
los términos en que dichas restricciones están autorizadas
por el artículo 13.2.16

[65] Es válido sostener, en general, que el ejercicio de
los derechos garantizados por la Convención debe armo-
nizarse con el bien común. Ello no indica que el artículo
32.2 sea aplicable en forma automática e idéntica a todos
los derechos que la Convención protege, sobre todo en los
casos en que se especifican taxativamente las causas legí-
timas que pueden fundar las restricciones o limitaciones
para un derecho determinado. El artículo 32.2 contiene un
enunciado general que opera especialmente en aquellos
casos en que la Convención, al proclamar un derecho, no

30

16 Cfr. COP, 57. También, CR, 88; PB, 218; PI, 79; RC, 95; y HU, 120.
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dispone nada en concreto sobre sus posibles restricciones
legítimas.17

[89] En cuanto a los requisitos que ha de satisfacer una
restricción en esta materia, cabe señalar, en primer térmi-
no, que debe estar previamente fijada en una ley, como
medio para asegurar que no quede al arbitrio del poder
público.

[90] En segundo lugar, la restricción establecida por la
ley debe responder a un objetivo permitido por la Con-
vención Americana. El artículo 13.2 de ésta permite las
restricciones necesarias para asegurar “el respeto a los dere-
chos o a la reputación de los demás” o “la protección de la
seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral
públicas”.

[67] De ninguna manera podrían invocarse el “orden
público” o el “bien común” (fundamento de limitaciones a
los derechos humanos) como medios para suprimir un de-
recho garantizado por la Convención o para desnatura-
lizarlo o privarlo de contenido real (véase el artículo 29.a
de la Convención). Esos conceptos deben ser objeto de una
interpretación estrictamente ceñida a las “justas exigen-
cias” de “una sociedad democrática” que tenga en cuenta
el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la ne-
cesidad de preservar el objeto y fin de la Convención.18

[96] La “necesidad” y, por ende, la legalidad de las res-
tricciones a la libertad de expresión fundadas en el artícu-
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17 Cfr. COP, 65. En el mismo sentido, ibid., 45, 47, 50 y 51.
18 Cfr. ibid., 67 y 69. También, CR, 91; PI, 72 y 73; RC, 82 y 86; HU, 109; IB,

147; y UTC, 65.
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lo 13.2 de la Convención Americana, dependerá de que
estén orientadas a satisfacer un interés público imperati-
vo. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe
escogerse aquélla que restrinja en menor escala el derecho
protegido. Dado este estándar, no es suficiente que se de-
muestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil
u oportuno; para que sean compatibles con la Convención
las restricciones deben justificarse según objetivos colec-
tivos que, por su importancia, preponderen claramente
sobre la necesidad social del pleno goce del derecho que el
artículo 13 garantiza y no limiten más de lo estrictamente
necesario el derecho proclamado en dicho artículo, es de-
cir, la restricción debe ser proporcional al interés que la
justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo
objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el
efectivo ejercicio del derecho a la libertad de expresión.19

[72] La responsabilidad internacional del Estado puede
generarse por actos u omisiones de cualquier poder u órga-
no de éste que violen la Convención Americana, indepen-
dientemente de su jerarquía, es decir, todo acto u omisión
imputable al Estado en violación de las normas del Dere-
cho Internacional de los Derechos Humanos, compromete
la responsabilidad internacional del Estado.20

[93] Corresponde al Estado demostrar que ha cumplido
los requisitos señalados por la Convención Americana al
establecer restricciones al acceso a la información bajo su
control.21
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19 Cfr. RC, 96. También, LA, 165; PI, 85, y HU, 121-123; y COP, 39 y 46.
20 Cfr. UTC, 72. En ese sentido, PI, 74 y 88; RC, 105 y 106; HU, 132 y 133; e IB,

158-160, 162 y 163.
21 Cfr. CR, 93.
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C. CENSURA PREVIA

Como antes se advirtió, la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos contiene un marco de protección a la libertad de
expresión más amplio que otros instrumentos, en tanto contem-
pla menos restricciones a esa libertad fundamental. Así lo ha
destacado la Corte Interamericana. Entre las prohibiciones ex-
plícitas que el artículo 13 de la Convención dirige al Estado fi-
gura la censura previa, que constituye una forma de supresión
radical –no apenas una limitación relativa– de la posibilidad de
expresar el pensamiento. Esta censura afecta drásticamente el
derecho de otras personas a tomar conocimiento de las ideas de
terceros y, en tal sentido, genera nuevas violaciones que van
más allá del emisor del mensaje. El tema ha ocupado a la Cor-
te en diversos casos, en que se han planteado hechos de censura
previa en diversos medios de transmisión del pensamiento:
libros, películas, noticias difundidas a través de medios colec-
tivos.

1. Prohibición general

[39] El abuso de la libertad de expresión no puede ser
objeto de medidas de control preventivo sino fundamento
de responsabilidad para quien lo haya cometido.

[45] El artículo 13 de la Convención Americana […]
contiene una lista más reducida de restricciones que la
Convención Europea y que el mismo Pacto, así sea sólo
porque éste no prohíbe expresamente la censura previa.

[68] Tal como ha establecido la Corte anteriormente,
las infracciones al artículo 13 de la Convención pueden
presentarse bajo diferentes hipótesis, según conduzcan a la
supresión de la libertad de expresión o sólo impliquen res-
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tringirla más allá de lo legítimamente permitido. No toda
transgresión al artículo 13 de la Convención implica la su-
presión radical de la libertad de expresión, que tiene lugar
cuando, por medio del poder público se establecen medios
para impedir la libre circulación de información, ideas,
opiniones o noticias. Ejemplos son la censura previa, el se-
cuestro o la prohibición de publicaciones y, en general, to-
dos aquellos procedimientos que condicionan la expresión
o la difusión de información al control del Estado. En tal
hipótesis, hay una violación radical tanto del derecho de
cada persona a expresarse como del derecho de todos a es-
tar bien informados, de modo que se afecta una de las con-
diciones básicas de una sociedad democrática.22

2. Exhibición de películas

Un caso notable en la jurisprudencia de la Corte trata sobre la
censura previa expresamente autorizada en un texto constitucio-
nal. Con base en éste se prohibió la exhibición de una película.
Conviene distinguir entre esta forma de censura, que evita de
plano la difusión de un mensaje, y las limitaciones que la auto-
ridad puede establecer a propósito del acceso de cierto público
–menores de edad– a la sala en la que se difunde una obra. Las
restricciones del primer tipo se hallan desautorizadas por el Pac-
to de San José, no así las segundas, expresamente permitidas en
las hipótesis que prevé el propio artículo 13.

[70] El artículo 13.4 de la Convención establece una ex-
cepción a la censura previa, ya que la permite en el caso de
los espectáculos públicos pero únicamente con el fin de re-
gular el acceso a ellos, para la protección moral de la infan-
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22 Cfr. COP, 39 y 45 y PI, 68. Igualmente, PB, 218; UTC, 70; y COP, 53-56.
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cia y la adolescencia. En todos los demás casos, cualquier
medida preventiva implica el menoscabo a la libertad de
pensamiento y de expresión.23

[71] En el presente caso [sc. “La última tentación de Cris-
to”] está probado que existe un sistema de censura previa
para la exhibición y publicidad de la producción cinema-
tográfica. La prohibición de la exhibición de la película [a
la que se refiere el caso] constituyó, por lo tanto, una cen-
sura previa impuesta en violación al artículo 13 de la Con-
vención.24

3. Publicación de libros

La censura previa, proscrita por la Convención Americana, no
se reduce al supuesto en que se prohíbe la elaboración del docu-
mento que contiene cierto mensaje –película, libro–, sino que
también abarca la hipótesis en que, producido aquél, se impide
su difusión o distribución, e incluso se suprimen las constancias
en las que figura el mensaje, como datos conservados en archi-
vos o medios electrónicos. En la especie, el respeto a la libertad
de expresión se extiende a la producción y la difusión del pen-
samiento. Según el concepto de la Corte, existe censura previa
cuando se afecta una u otra.

[74] En un caso el Estado realizó los siguientes actos de
control al ejercicio del derecho del señor […] a difundir
informaciones e ideas, efectuados cuando el libro (del que
es autor) se encontraba editado y en proceso de ser publi-
cado y comercializado: prohibición de publicar el libro,
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23 Cfr. UTC, 70. Asimismo, PI, 71; y COP, 38.
24 Cfr. UTC, 71.
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orden oral de retirar “todos los antecedentes que del libro
existiera en la imprenta”, incautaciones ordenadas y reali-
zadas en dicha imprenta y en el domicilio del autor; supre-
sión de la información electrónica de las computadoras de
éste y de la imprenta; diligencias con el propósito de recu-
perar diversos ejemplares del libro que se encontraran en
poder de varias personas. A pesar de que el libro se encon-
traba editado, no pudo ser efectivamente difundido median-
te su distribución en las librerías o comercios del país.

[73] Para que el Estado garantizara efectivamente el ejer-
cicio del derecho a la libertad de pensamiento y de expre-
sión del autor no bastaba con que permitiera que escribiera
sus ideas y opiniones, sino que tal protección comprendía
el deber de no restringir su difusión, de forma tal que pudie-
ra distribuir el libro utilizando cualquier medio apropiado
para hacer llegar tales ideas y opiniones al mayor número de
destinatarios, y que éstos pudieran recibir tal información.25

D. RESPONSABILIDADES ULTERIORES

1. Posible responsabilidad

El derecho a la expresión, contemplado en el artículo 13 de la
Convención Americana, no tiene carácter absoluto, esto es,
existen límites para su ejercicio y controles de su adecuado des-
empeño. Proscritos, como se ha visto, los medios de carácter
previo, queda la posibilidad de exigir a quien ejerce ese derecho
la responsabilidad que corresponda en función del desborda-
miento, la desviación, el exceso, el abuso –en suma, la ilicitud–
en que incurra con tal motivo. La responsabilidad es una con-
secuencia natural de la conducta indebida: nadie se encuentra
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25 Cfr. PI, 74 y 73.
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por encima del orden jurídico, exento de todo control de la con-
ducta; sin embargo, esa responsabilidad, que se manifiesta en
exigencias y medidas posteriores al acto cuestionado, no debe
entrañar reacciones que en rigor signifiquen una frontera in-
franqueable para la libertad de expresión.

En fin de cuentas, será preciso analizar la necesidad, la per-
tinencia, la proporcionalidad y la racionalidad de las responsa-
bilidades ulteriores para ponderar la admisibilidad de éstas a la
luz de la Convención Americana, habida cuenta de la necesi-
dad de asegurar, como previene el Pacto de San José, el respeto
a los derechos o a la reputación de otras personas, la protección
de la seguridad nacional, la preservación del orden público, la
salud o la moral públicas. Conviene considerar que las reaccio-
nes jurídicas frente a la conducta ilícita –que deben satisfacer
las condiciones a las que se halla sujeto el régimen de responsa-
bilidad en su conjunto– revisten diversa gravedad; la más in-
tensa y rigurosa es la responsabilidad penal.

[120] El derecho a la libertad de expresión no es un dere-
cho absoluto. El artículo 13.2 de la Convención Americana
prevé la posibilidad de establecer restricciones a la libertad
de expresión, que se manifiestan a través de la aplicación de
responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este
derecho, las cuales no deben de modo alguno limitar, más
allá de lo estrictamente necesario, el alcance pleno de la
libertad de expresión y convertirse en un mecanismo di-
recto o indirecto de censura previa.

[39] El abuso de la libertad de expresión no puede ser
objeto de medidas de control preventivo sino fundamento
de responsabilidad para quien lo haya cometido.26
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26 Cfr. HU, 120; y COP, 39. También, PI, 79; RC, 95; y COP, 38.
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[79] Las causales de responsabilidad ulterior deben estar
expresa, taxativa y previamente fijadas por la ley, ser ne-
cesarias para asegurar “el respeto a los derechos o a la
reputación de los demás” o “la protección de la seguridad
nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”,
y no deben de modo alguno limitar, más allá de lo estricta-
mente necesario, el alcance pleno de la libertad de expre-
sión y convertirse en un mecanismo directo o indirecto de
censura previa. Asimismo, la Corte ha señalado anterior-
mente que el derecho penal es el medio más restrictivo y
severo para establecer responsabilidades respecto de una
conducta ilícita.27

2. Deber de confidencialidad

En alguna oportunidad se cuestionó la restricción impuesta a
un funcionario público para difundir asuntos concernientes a su
competencia, de los que había tenido conocimiento en el desem-
peño de ésta. Es preciso distinguir –señaló la Corte– entre la
información sujeta al deber de confidencialidad y aquella otra
que se hubiese hecho pública y que, por lo tanto, figuraba ya en
el conocimiento general. En el caso sub judice se trataba de
este último supuesto.

[77] Puede ocurrir que los empleados o funcionarios de
una institución tengan el deber de guardar confidenciali-
dad sobre cierta información a la que tienen acceso en
ejercicio de sus funciones, cuando el contenido de dicha
información se encuentre cubierto por el referido deber.
Éste no abarca la información que se hubiere hecho públi-
ca. El incumplimiento del deber de confidencialidad pue-
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27 Cfr. PI, 79; y RC, 104.
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de generar responsabilidades administrativas, civiles o dis-
ciplinarias.28

3. Persecución penal

La reacción penal es la consecuencia más severa que se puede
utilizar frente a conductas supuestamente –o realmente– ilíci-
tas. En el orden democrático, la medida penal –en amplio sen-
tido: tipificación, punición, enjuiciamiento criminal, ejecución
de la condena– constituye el último recurso de control de la
conducta del que se vale el Estado, cuando resulta razonable
utilizarlo en función de las características del hecho.

Exigir a un periodista que acredite la veracidad de la infor-
mación que difunde, cuando ésta ha sido tomada de medios de
comunicación con amplia cobertura, entraña una limitación ex-
cesiva a la libertad de expresión, en forma incompatible con el
artículo 13 del Pacto de San José. Esa medida tiene efectos di-
suasivos, por intimidantes, para el ejercicio del periodismo, con
el consecuente quebranto del derecho del periodista a informar
y de los destinatarios de la información a tomar conocimiento
de cuestiones que les interesan e incluso les afectan. Acerca de
este último extremo, se debe agregar que al prever la tipifica-
ción penal de una conducta vinculada a la difusión de hechos o
ideas es preciso considerar el interés público que reviste la mate-
ria sujeta a difusión.

Ciertas figuras penales plantean problemas relevantes a pro-
pósito de la libertad de expresión, que implica la posibilidad de
analizar y cuestionar la conducta de las autoridades en el des-
empeño de sus atribuciones. La tipificación penal de algunas
conductas puede acarrear restricciones indebidas, por excesi-
vas, para esa libertad. Esto se plantea frente a determinadas
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28 Cfr. PI, 77.
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formulaciones del delito de desacato, que traen consigo la obs-
trucción de las posibilidades de análisis y crítica sobre el desem-
peño de los funcionarios públicos –responsables de los órganos
del Estado– en detrimento del debate propio de la democracia.

[132] Un periodista fue sometido a proceso penal que
culminó en sentencia condenatoria. El juzgador sostuvo
que aquél no había probado la veracidad de los hechos
de que daban cuenta ciertas publicaciones europeas, exi-
gencia que entraña una limitación excesiva a la libertad de
expresión, de manera inconsecuente con lo previsto en el
artículo 13.2 de la Convención.

[133] Esta exigencia conlleva una restricción incompati-
ble con el artículo 13 de la Convención Americana, toda
vez que produce un efecto disuasivo, atemorizador e inhi-
bidor sobre todos los que ejercen la profesión de periodista,
lo que, a su vez, impide el debate público sobre temas que
interesan a la sociedad.29

[106] La Corte señaló en un caso que no existía un inte-
rés social imperativo que justificara la sanción penal, pues
se limitó desproporcionadamente la libertad de pensamien-
to y de expresión de la presunta víctima sin tomar en con-
sideración que sus declaraciones se referían a cuestiones de
interés público. Lo anterior constituyó una restricción o li-
mitación excesiva en una sociedad democrática al derecho
a la libertad de pensamiento y de expresión, incompatible
con el artículo 13 de la Convención Americana.30
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29 Cfr. HU, 132 y 133.
30 Cfr. RC, 106.

libertad de expresión nuevo.qxp  10/16/2007  3:31 PM  Page 40



[88] A través de la aplicación del delito de desacato se
utilizó la persecución penal de una forma desproporciona-
da e innecesaria en una sociedad democrática, por lo cual
se privó al interesado del ejercicio de su derecho a la li-
bertad de pensamiento y de expresión, en relación con las
opiniones críticas que tenía respecto de asuntos que le
afectaban directamente. La legislación sobre desacato apli-
cada a aquél establecía sanciones desproporcionadas por
realizar críticas sobre el funcionamiento de las institucio-
nes estatales y sus miembros, suprimiendo el debate esen-
cial para el funcionamiento de un sistema verdaderamente
democrático y restringiendo innecesariamente el derecho
a la libertad de pensamiento y de expresión.31

E. VIOLACIONES CONEXAS, RESTRICCIONES INDIRECTAS

Y OTRAS MEDIDAS

En algún caso se ha violado el derecho a la vida –que condi-
ciona el ejercicio de los derechos restantes– como medio de vul-
nerar la libertad de expresión que ejercía la persona a la que se
priva de la existencia. Se trata del más grave ataque a esta li-
bertad, que determina la supresión del bien de más alta jerar-
quía. La Corte ha identificado esta circunstancia en la forma
que se menciona en el presente apartado.

Ya se dijo que las afectaciones a la libertad de expresión no
se manifiestan exclusivamente a través de acciones directas del
Estado –o de sus agentes– que tienden a ese fin; es posible que
se empleen medidas de otro carácter, menos evidentes, que tam-
bién obedecen al propósito de reducir o evitar la expresión del
pensamiento y en todo caso producen este resultado. Se trata
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de acciones u omisiones que traen consigo la inhibición del suje-
to, como consecuencia de la intimidación, la obstrucción de
canales de expresión o la “siembra” de obstáculos que impiden
o limitan severamente el ejercicio de aquella libertad.

Ello ocurre, por ejemplo, cuando se vulnera un derecho di-
ferente de la libertad de expresión misma, en forma que ésta
resulta afectada –por ejemplo, en un caso, la privación de la
nacionalidad del sujeto–, se practican investigaciones indebidas
o excesivas, se prohíbe el acceso a determinados medios de los
que regularmente se ha valido el titular del derecho, se restringe
la libertad de circulación, se desconocen los efectos de un con-
trato o se impide a los titulares de ciertos bienes la disposición
de éstos. La Corte Interamericana ha tenido oportunidad de
examinar estas hipótesis de violación.

Por otra parte, la jurisprudencia del tribunal interamericano
también se ha referido a la vulneración del derecho que nos
ocupa como consecuencia del empleo de controles particulares,
esto es, controles en manos de personas formalmente ajenas al
aparato público, que impide la comunicación y la circulación de
ideas y opiniones. En tal supuesto, la responsabilidad del Esta-
do deriva de que no ha garantizado el ejercicio del derecho, no
obstante el deber de atención y cuidado que le impone el artícu-
lo 1.1 de la Convención. En estos casos, la responsabilidad se
genera por abstención, no por acción directa de agentes del
Estado.

1. Conexión entre la privación de la vida y el ejercicio
de la libertad de expresión

[38] El Estado reconoció su responsabilidad internacio-
nal por la violación del artículo 4° de la Convención, por
no garantizar el derecho a la vida del señor Jorge Carpio
Nicolle (y otras personas), y por la violación del artículo 13
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en perjuicio del propio señor Carpio Nicolle (quien era
fundador y director del diario El Gráfico).32

2. Prohibición general

[47] El artículo 13.2 debe interpretarse en relación con
el artículo 13.3, que es el más explícito en prohibir las
restricciones a la libertad de expresión mediante “vías o
medios indirectos [...] encaminados a impedir la comuni-
cación y la circulación de ideas y opiniones”.

[48] El artículo 13.3 no sólo trata de las restricciones
gubernamentales indirectas, sino que también prohíbe ex-
presamente “controles [...] particulares” que produzcan el
mismo resultado. Esta disposición debe leerse conjun-
tamente con el artículo 1.1 de la Convención, en cuyos
términos los Estados Parte “se comprometen a respetar los
derechos y libertades reconocidos [en la Convención] y a
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté
sujeta a su jurisdicción”. Por ello, la violación de la Con-
vención en este ámbito puede ser producto no sólo de que
el Estado imponga por sí mismo restricciones encaminadas
a impedir indirectamente “la comunicación y la circula-
ción de ideas y opiniones”, sino también de que no se haya
asegurado de que la violación no resulte de los “controles
[...] particulares” mencionados en el párrafo 3 del artícu-
lo 13.33

[158] La resolución que deja sin efecto el título de nacio-
nalidad de una persona que expresa su opinión a través de
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32 Cfr. CN, 38.
33 Cfr. COP, 47 y 48.
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los medios de comunicación social constituye un medio
indirecto para restringir la libertad de expresión.34

[94] La investigación sumaria administrativa y la deci-
sión de suspender la autorización que tenía el autor de una
obra para hacer publicaciones en determinado diario, cons-
tituyeron medios indirectos de restricción a la libertad de
pensamiento y de expresión.35

3. Exclusiones

[161] Después de que los accionistas minoritarios asu-
mieron el control de un canal de televisión, se prohibió el
acceso a éste a periodistas que laboraban en un programa
y se modificó la línea informativa de dicho programa.

[163] Al separar a una persona del control del canal de
televisión en el que difunde su pensamiento, y excluir a los
periodistas del programa correspondiente, el Estado no
sólo restringió el derecho de éstos a circular noticias, ideas
y opiniones, sino afectó también el derecho de todas las
personas a recibir información, limitando así su libertad
para ejercer opciones políticas y desarrollarse plenamente
en una sociedad democrática.36

4. Restricción a la libertad de circulación

[107] El proceso penal, la consecuente condena impues-
ta a la víctima y las restricciones aplicadas a éste para salir
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34 Cfr. IB, 158 y 162.
35 Cfr. PI, 94.
36 Cfr. IB, 161 y 163.
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del país durante más de ocho años, constituyeron medios
indirectos de restricción a la libertad de pensamiento y de
expresión.37

5. Despido

[94] La decisión de dar “término anticipado al contra-
to” de prestación de servicios celebrado entre una institu-
ción pública y la víctima, constituyó un medio indirecto
de restricción a la libertad de pensamiento y de expresión.

[107] Se afecta ese derecho cuando la víctima, después
de ser condenada penalmente, fue despedida del medio de
comunicación en el cual trabajaba y no pudo publicar sus
artículos en ningún otro diario.38

6. Injerencia en la propiedad

[100] La incautación de los ejemplares del libro cues-
tionado y la supresión de la correspondiente información
electrónica de las computadoras del autor y de la imprenta
constituyeron actos de censura previa.

[106] Los actos mencionados implicaron la privación
efectiva de la propiedad sobre bienes materiales del autor,
que impidió a éste publicar, difundir y comercializar su
creación y obtener rendimientos económicos. Los dere-
chos respectivos son susceptibles de valoración y formaban
parte del patrimonio de su titular.
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37 Cfr. RC, 107.
38 Cfr. PI, 94; y RC, 107.
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[107] La supresión de la información electrónica relativa
al libro cuestionado impidió al autor modificar, reutilizar o
actualizar aquél. El derecho de autor, que protege el apro-
vechamiento, la autoría y la integridad de la obra, e inclu-
ye la facultad de difundir la creación realizada, se encuentra
íntimamente relacionado con las dos dimensiones del de-
recho a la libertad de pensamiento y de expresión.39
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39 Cfr. PI, 100, 106 y 107.
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V. CUESTIONES ESPECÍFICAS

En el examen de los temas que suscita la libertad de expresión
han aparecido numerosos extremos que atañen a situaciones es-
pecíficas. En este apartado se hace referencia a algunas de esas
situaciones, que requieren examen particular en el contexto en
el que se han presentado y conforme a las características de los
hechos correspondientes.

A. PARTICIPACIÓN POLÍTICA

Se ha mencionado la relevancia que tiene la libertad de expre-
sión para los fines del proyecto democrático. La información y
la opinión contribuyen a nutrir el pensamiento y sustentar
las decisiones de los ciudadanos, que se manifiestan tanto en los
procesos electorales como en el desempeño político y adminis-
trativo ordinario. Conviene, pues, abrir los cauces de la expre-
sión –sin perder de vista el marco que suministra la propia
Convención– en el curso de las campañas electorales que pre-
ceden a la toma de decisiones populares a través de los comicios.
En esta circunstancia se manifiestan, con especial relevancia,
las dos dimensiones de la libertad de expresión a las que se hizo
referencia supra.

[87] Para el ejercicio del control democrático por los
particulares, es necesario que el Estado garantice a éstos el
acceso a la información de interés público bajo su control.
Al permitir dicho acceso, se fomenta la mayor participa-
ción de las personas en los intereses de la sociedad.40
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40 Cfr. CR, 86 y 87.
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[88] En el marco de una campaña electoral, la libertad de
pensamiento y de expresión en sus dos dimensiones cons-
tituye un bastión fundamental para el debate durante el
proceso electoral, debido a que se transforma en una herra-
mienta esencial para la formación de la opinión pública de
los electores, fortalece la contienda política entre los dis-
tintos candidatos y partidos que participan en los comicios
y se transforma en un auténtico instrumento de análisis de
las plataformas políticas planteadas por los distintos candi-
datos, lo cual permite una mayor transparencia y fiscaliza-
ción de las futuras autoridades y de su gestión.

[90] Es indispensable que se proteja y garantice el ejer-
cicio de la libertad de expresión en el debate político que
precede a las elecciones de las autoridades estatales que go-
bernarán un Estado. La formación de la voluntad colecti-
va mediante el ejercicio del sufragio individual se nutre de
las diferentes opciones que presentan los partidos políticos
a través de los candidatos que los representan. El debate
democrático implica que se permita la circulación libre de
ideas e información respecto de los candidatos y sus par-
tidos políticos por parte de los medios de comunicación,
de los propios candidatos y de cualquier persona que de-
see expresar su opinión o brindar información. Es preciso
que todos puedan cuestionar e indagar sobre la capacidad
e idoneidad de los candidatos, así como disentir y confron-
tar sus propuestas, ideas y opiniones de manera que los elec-
tores puedan formar su criterio para votar. En este sentido,
el ejercicio de los derechos políticos y la libertad de pensa-
miento y de expresión se encuentran íntimamente ligados
y se fortalecen entre sí.

[81] Las declaraciones por las que se formuló querella
contra la víctima, efectuadas en el marco de la contienda
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electoral y publicadas en algunos diarios, permitían el ejer-
cicio de la libertad de expresión en sus dos dimensiones.
Por un lado permitían difundir la información con que el
interesado contaba respecto de uno de los candidatos ad-
versarios y, por otra parte, fomentaban el intercambio de
información con los electores, brindándoles mayores ele-
mentos para la formación de su criterio y la toma de deci-
siones en relación con la elección del futuro Presidente de
la República.41

B. DERECHO A LA VERDAD

Se ha discutido el carácter y el alcance del denominado “dere-
cho a la verdad”. Se cuestiona, al respecto, la situación de ese
derecho como facultad de la sociedad en su conjunto o de cier-
tas personas a las que atañen de manera directa e inmediata los
hechos violatorios de derechos. En todo caso, la investigación y
sanción de las violaciones, que satisfacen el derecho a la verdad
de las víctimas y sus allegados, también sirven al propósito de
informar a la sociedad en su conjunto acerca de los aconteci-
mientos, sus características, autores y consecuencias. Así lo ha
entendido la jurisprudencia de la Corte, que de tal suerte cubre
ambos espacios de conocimiento: el individual y el social.

[62] El derecho a la verdad se encuentra subsumido en el
derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los ór-
ganos competentes del Estado el esclarecimiento de los
hechos violatorios y las responsabilidades correspondien-
tes, a través de la investigación y el juzgamiento.42

49

41 Cfr. RC, 88, 90 y 81.
42 Cfr. BR, 62 y PB, 219.
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C. DERECHO A LA HONRA

La necesaria tutela que se brinda a la expresión del pensamien-
to, y que supone el suministro de informaciones y la manifes-
tación de opiniones, no suprime de manera alguna los derechos
regularmente considerados como “la otra cara” de la cuestión:
derechos individuales a la honra, a la dignidad, al prestigio, a
la buena fama y al concepto público. Todo esto se analiza des-
de la perspectiva del pluralismo democrático. Se trata, sin nin-
guna duda, de proveer a un complejo y delicado equilibro. En
este ámbito, la Convención Americana ofrece protección a los
bienes jurídicos amparados por derechos de ambas categorías.
Quienes estiman que su derecho a la honra se ha visto menos-
cabado de manera indebida –afirma la Corte– pueden recurrir
a los medios legales que les permitan obtener la satisfacción cor-
respondiente.

[100] Las consideraciones relativas al margen de apertura
a un debate amplio respecto de asuntos de interés público
no significan, de modo alguno, que el honor de los funcio-
narios públicos o de las personas públicas no deba ser jurí-
dicamente protegido, sino que éste debe serlo de manera
acorde con los principios del pluralismo democrático. Asi-
mismo, la protección de la reputación de particulares que
se encuentran inmiscuidos en actividades de interés públi-
co también se deberá realizar de conformidad con los prin-
cipios del pluralismo democrático.

[101] El artículo 11 de la Convención establece que toda
persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconoci-
miento de su dignidad, por lo que este derecho implica un
límite a la expresión, ataques o injerencias de los particu-
lares y del Estado. Por ello, es legítimo que quien se sienta

50
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afectado en su honor recurra a los mecanismos judiciales
que el Estado disponga para su protección.43

D. SITUACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

Es diferente, en concepto de la Corte Interamericana, el “um-
bral de protección”, esto es, en otras palabras, la crítica legíti-
ma y admisible, que rige en el caso de los funcionarios públicos
o, en general, de las personas que ejercen o aspiran a ejercer
funciones de interés público, y la generalidad de las personas,
que no se hallan en esa situación. No se trata, por supuesto, de
ponderar la calidad de los sujetos, que son igualmente respeta-
bles, sino las características de los temas a los que se extienden
la actividad o la opinión de aquéllos; si se trata de materias que
atañen al interés público, este dato incide naturalmente en el
denominado “umbral de protección”. Quienes se encuentran
en esta segunda hipótesis están sujetos a un escrutinio público
mayor que el correspondiente a otras personas.

[98] Las expresiones concernientes a funcionarios pú-
blicos o a otras personas que ejercen funciones de una na-
turaleza pública deben gozar, en los términos del artículo
13.2 de la Convención, de un margen de apertura a un de-
bate amplio respecto de asuntos de interés público, el cual
es esencial para el funcionamiento de un sistema verdade-
ramente democrático. Este mismo criterio se aplica respec-
to de las opiniones o declaraciones de interés público que
se viertan en relación con una persona que se postula
como candidato a la Presidencia de la República, la cual se
somete voluntariamente al escrutinio público, así como
respecto de asuntos de interés público en los cuales la so-

51

43 Cfr. RC, 100 y 101. También, HU, 128.

libertad de expresión nuevo.qxp  10/16/2007  3:31 PM  Page 51



ciedad tiene un legítimo interés de mantenerse informada
y de conocer lo que incide sobre el funcionamiento del Es-
tado y afecta intereses o derechos generales, o le acarrea
consecuencias importantes.

[103] Tratándose de funcionarios públicos, de personas
que ejercen funciones de una naturaleza pública y de polí-
ticos, se debe aplicar un umbral diferente de protección, el
cual no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el ca-
rácter de interés público que conllevan las actividades o
actuciones de una persona determinada. Las personas que
influyen en cuestiones de interés público se han expuesto vo-
luntariamente a un escrutinio público más exigente y, con-
secuentemente, en ese ámbito se ven sometidos a un mayor
riesgo de sufrir críticas, ya que sus actividades salen del do-
minio de la esfera privada para insertarse en la esfera del
debate público. En este sentido, en el marco del debate pú-
blico, el margen de aceptación y tolerancia a las críticas por
parte del propio Estado, de los funcionarios públicos, de
los políticos e inclusive de los particulares que desarrollan
actividades sometidas al escrutinio público debe ser mu-
cho mayor que el de los particulares.44

E. PROHIBICIÓN DE CRÍTICA

La prohibición de comentar críticamente el proceso al que se
encuentra sujeta la presunta víctima o de formular considera-
ciones acerca de la institución a la que aquélla ha pertenecido,
afecta la libertad de expresión y constituye una violación al
derecho correspondiente, en cuanto entraña un control inadmi-
sible sobre dicha facultad. Otra cosa es la responsabilidad ulte-

52

44 Cfr. RC, 98 y 103. Igualmente, PI, 82; HU, 128; e IB, 155.
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rior de quien formula el comentario o la crítica, conforme a la
naturaleza y las características de éstos.

[74] Se ejerce el control del ejercicio del derecho a la li-
bertad de expresión cuando se prohíbe al autor de la obra
“hacer comentarios críticos” sobre el proceso al que estaba
siendo sometido o sobre “la imagen” de la institución a la
que pertenecía la víctima.45

F. DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.
USO DE LA LENGUA MATERNA

Existe absoluto derecho al empleo del idioma que regularmente
utilizan los integrantes de una minoría étnica o indígena, inde-
pendientemente de la existencia de una lengua nacional oficial.
El idioma constituye un medio lícito de comunicación y un dato
de identidad personal. Viola los derechos humanos la prohibi-
ción de emplear el idioma de la comunidad a la que pertenece
el sujeto. Esta prohibición apareció en el caso de una persona
privada de libertad, sujeta a procedimiento penal como respon-
sable de la comisión de ciertos delitos.

[169] La prohibición de utilizar el idioma en el que se ex-
presa la minoría a la que pertenece la víctima reviste espe-
cial gravedad, ya que el idioma materno representa un
elemento de identidad. Así, se afectó la dignidad personal
de la víctima como miembro de dicha comunidad.

[172] La restricción al ejercicio de la libertad de hablar
garífuna aplicada a algunos reclusos de un Centro Penal
fue discriminatoria.46

45 Cfr. PI, 74.
46 Cfr. LA, 169, 172, 173 y 174.
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G. DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN EN PODER DEL

ESTADO

La Corte ha confirmado la vocación garantista de la Conven-
ción Americana por medio de una interpretación amplia del
texto que describe el derecho a la libertad de pensamiento y de
expresión, contenido en el artículo 13 de dicho tratado. El tri-
bunal interamericano abordó en 2006, por primera vez, el de-
recho de acceso a la información en poder del Estado, y puso
énfasis en la necesidad de que la actuación de los órganos esta-
tales se guíe por los principios de máxima divulgación, transpa-
rencia y publicidad.

Lo anterior se desprende de la resolución dictada en un caso
que analiza la solicitud presentada al Estado para conocer deter-
minada información que reviste interés público. El solicitante
sólo obtuvo parte de la información requerida; no hubo respues-
ta acerca de la información que no fue suministrada. En esta
hipótesis, la Corte estimó que la efectiva garantía del derecho a
buscar y obtener información requiere que el Estado provea a los
individuos con la posibilidad de recurrir la omisión de respuesta.
El recurso correspondiente debe ser sencillo y rápido, y no obsta-
culizar el ejercicio del derecho de acceso a la información.

[77] El artículo 13 de la Convención, al estipular expre-
samente los derechos a “buscar” y a “recibir” “informacio-
nes”, protege el derecho que tiene toda persona a solicitar
el acceso a la información bajo el control del Estado, con
las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones
de la Convención. Consecuentemente, ese artículo am-
para el derecho de las personas a recibir dicha información
y la obligación positiva del Estado de suministrarla, en for-
ma tal que la persona pueda acceder a esa información o
recibir una respuesta negativa fundamentada, en el caso de
que el Estado limite el acceso por algún motivo permitido
por la Convención.

54

libertad de expresión nuevo.qxp  10/16/2007  3:31 PM  Page 54



Por otra parte, la entrega de la información no debe
condicionarse al hecho de que el solicitante cuente con
interés directo en el asunto o se le afecte personalmente,
salvo en los casos de legítima restricción. La entrega al
particular favorece la circulación social de la información
y permite a la comunidad conocer y valorar ésta. En suma,
el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión
contempla la protección del derecho de acceso a la infor-
mación bajo el control del Estado, en el que también se
presentan las dos dimensiones, individual y social, que ofre-
ce el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión;
estas dimensiones deben ser garantizadas por el Estado en
forma simultánea.

[92] En una sociedad democrática es indispensable que
las autoridades estatales se rijan por el principio de máxi-
ma divulgación, el cual establece la presunción de que toda
información es accesible a los particulares, con el límite
que supone un sistema restringido de excepciones.

[137] El Estado debe garantizar la existencia de un recur-
so judicial sencillo, rápido y efectivo, para impugnar la ne-
gativa de información que vulnere el derecho del solicitante
y permita ordenar al órgano correspondiente la entrega de
aquélla. En este ámbito, dicho recurso debe ser sencillo y
rápido, tomando en cuenta que en esta materia es indis-
pensable la celeridad en la entrega de la información. De
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 2° y 25.2.b de la
Convención, el Estado debe crear el recurso judicial corres-
pondiente para la protección efectiva del derecho, si aún
no cuenta con aquél.47

55

47 Cfr. CR, párrs. 77, 92 y 137.
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VI. REPARACIONES

La jurisprudencia de la Corte Interamericana, fundada en el ar-
tículo 63.1 de la Convención Americana, interpretado por el
tribunal a través de numerosas sentencias, prevé la obligación
de reparar a cargo del Estado cuando surge la responsabilidad in-
ternacional de éste a raíz de la violación de un derecho humano.
En estos casos, las responsabilidades se hallan sujetas al de-
recho internacional.

El citado artículo 63.1 se refiere al deber estatal de garanti-
zar al lesionado por la violación en el goce de su libertad o dere-
cho conculcados. Así lo ha dispuesto la Corte en cuestiones que
atañen a la libertad de expresión, a través de la condena corres-
pondiente. Hay diversas posibles consecuencias reparatorias;
algunas de ellas conciernen preferentemente al individuo, en
cuanto se refieren a derechos patrimoniales de éste, derivados
del daño material e inmaterial causado por la violación; otras se
vinculan con obligaciones que van más allá del resarcimiento.

En esta presentación de las reparaciones dispuestas en sen-
tencias condenatorias a propósito del derecho a la expresión, no
hemos recogido los términos de las indemnizaciones previstas,
que pueden ser consultadas en cada caso. Invariablemente se
trata de ponderaciones en numerario a partir de daños materia-
les cuantificados y justificados y de daños inmateriales deriva-
dos de la violación, que la Corte aprecia equitativamente.

Las restantes formas de reparación definidas por la jurispru-
dencia de la Corte Interamericana –y aplicadas en sentencias
correspondientes a la violación del derecho de expresión– se
orientan a evitar la repetición de las conductas violatorias y a
brindar satisfacción jurídica o moral a las víctimas. A estas ca-
tegorías, en sus órdenes respectivos, corresponden las condenas

56
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relativas a modificación de la normativa y de la práctica interna
–cuando éstas son violatorias, en sí mismas, de la Convención
Americana–; la publicación de la obra proscrita y la devolu-
ción al autor de materiales que le pertenecen; la supresión de
los efectos que debieran producir las sentencias penales dictadas
en contra de la víctima, con violación de los principios y las
reglas del enjuiciamiento previstos en el ordenamiento interna-
cional; la entrega de la información solicitada o la respuesta
fundamentada sobre las limitaciones aplicables; la capacitación
de funcionarios en materia de derecho de acceso a la informa-
ción en poder del Estado, y la publicación de la sentencia dic-
tada por la Corte Interamericana, que atiende a la satisfacción
moral del lesionado.

A. GARANTÍA DE GOCE DEL DERECHO CONCULCADO

[182] En lo que concierne al artículo 13 de la Conven-
ción, la Corte considera que el Estado debe garantizar a la
víctima el derecho a buscar, investigar y difundir informa-
ción e ideas a través del canal de televisión que estuvo
bajo su propiedad y control.48

B. DAÑO MATERIAL E INMATERIAL

La Corte ha dispuesto la reparación económica por daños ma-
teriales49 e inmateriales conforme a las características de los
casos correspondientes.50

57

48 Cfr. IB, 182. También, HU, 197.
49 Cfr. PI, 239 y 242.
50 Cfr. RC, 206 y 207. También, CR, 156; LA, 201; PI, 246 y 247; HU, 200; IB,

183 y 184.
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C. OTRAS FORMAS DE REPARACIÓN

1. Modificación de ordenamiento interno y de prácticas

[97] El Estado debe modificar su ordenamiento jurídico
con el fin de suprimir la censura previa, para permitir la ex-
hibición cinematográfica y la publicidad de la película
cuestionada, ya que está obligado a respetar el derecho a la
libertad de expresión y a garantizar su libre y pleno ejerci-
cio a toda persona sujeta a su jurisdicción.51

[254] La Corte valora la reforma del Código Penal por la
cual se derogaron y modificaron algunas normas que ha-
cían referencia al delito de desacato. Con respecto al orde-
namiento interno que continúa regulando dicho delito, el
Estado debe adoptar, en un plazo razonable, todas las me-
didas necesarias para derogar y modificar cualesquiera nor-
mas internas que sean incompatibles con los estándares
internacionales en materia de libertad de pensamiento y
de expresión, de manera tal que se permita que las perso-
nas puedan ejercer el control democrático de todas las ins-
tituciones estatales y de sus funcionarios, a través de la libre
expresión de sus ideas y opiniones sobre las gestiones que
ellas realicen, sin temor a su represión posterior.52

2. Entrega de información bajo el control del Estado o negativa
mediante decisión fundada

[157] El control social que las víctimas buscaban con la
solicitud de acceso a la información bajo el control del Es-
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51 Cfr. UTC, 97.
52 Cfr. PI, 254.
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tado y el carácter de la información solicitada son motivos
suficientes para que el Estado atienda al requerimiento de
información, sin que deba exigirse al requirente que acre-
dite una afectación directa o un interés específico.

[162] La Corte valora los importantes avances normati-
vos que el Estado ha emprendido en materia de acceso a
información bajo el control del Estado. Observa que se en-
cuentra en trámite un proyecto de Ley de Acceso a la In-
formación Pública y advierte los esfuerzos realizados para
crear un recurso judicial especial que ampare el acceso a la
información.

[163] El artículo 2° de la Convención implica la supre-
sión tanto de las disposiciones como de las prácticas de
cualquier naturaleza que entrañen violaciones a las garan-
tías previstas en la Convención, así como la expedición de
normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efecti-
va observancia de dichas garantías El Estado debe adoptar
las medidas necesarias para garantizar la protección al
derecho de acceso a la información bajo el control del Es-
tado. Esto abarca la efectividad del procedimiento admi-
nistrativo adecuado para la tramitación y resolución de las
solicitudes de información; el establecimiento de plazos
para dictar resolución y entregar la información, y que este
procedimiento se encuentre bajo la responsabilidad de
funcionarios debidamente capacitados.

[158] El Estado, a través de la entidad correspondiente,
debe entregar la información solicitada por las víctimas, en
su caso, o adoptar una decisión fundamentada al respecto.53

53 Cfr. CR, 157, 162, 163 y 158.
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3. Publicación de libro y restitución de materiales

[250] El Estado debe permitir al autor la publicación de su
libro. Asimismo, debe restituir, en el plazo de seis meses,
todo el material del que fue privado aquél.

[251] Debido a la importancia que reviste la versión
electrónica de una obra para poder ser actualizada y mo-
dificada por su autor, el Estado debe adoptar todas las
medidas necesarias para que, en caso de no contar con el
soporte electrónico del libro, rescate toda la información
proveniente de la versión impresa y la digite en una ver-
sión electrónica, lo cual deberá realizar en el plazo de seis
meses.54

4. Sentencias internas contra las víctimas

[253] Los procesos penales que se llevaron a cabo en
contra de la víctima no revestían la garantías de compe-
tencia, imparcialidad e independencia del órgano jurisdic-
cional necesarias en un orden democrático para respetar
el derecho al juez natural y el debido proceso. El Estado
debe dejar sin efecto, en todos sus extremos, las sentencias
condenatorias, así como adoptar todas las medidas judicia-
les, administrativas y de cualquier otra índole necesarias
para dejar sin efecto los procesos penales instruidos en con-
tra de la víctima, incluyendo la supresión de los antece-
dentes penales del registro correspondiente.55

60

54 Cfr. PI, 250 y 251.
55 Cfr. PI, 253. Asimismo, HU, 195.
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5. Capacitación a los órganos, autoridades y agentes públicos
sobre el derecho de acceso a la información bajo el control
del Estado

[164] Diversos elementos probatorios aportados al examen
del caso permiten establecer que los funcionarios públicos
no responden efectivamente a las solicitudes de informa-
ción que plantean los particulares.

[165] El Estado debe llevar adelante, en un plazo razona-
ble, la capacitación a los órganos, autoridades y agentes
públicos encargados de atender las solicitudes de acceso
a información bajo control del Estado, en lo que respecta a
la normativa correspondiente a este derecho. Dicha nor-
mativa debe incorporar los parámetros convencionales
sobre restricciones al acceso a dicha información.56

6. Publicidad de la sentencia

[252] El Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en
otro diario de amplia circulación nacional, por una sola
vez, el capítulo relativo a los hechos probados de la Sen-
tencia de la Corte Interamericana, sin las notas al pie de
página correspondientes, y la parte resolutiva de la misma.
El fallo se deberá publicar íntegramente en el sitio web ofi-
cial del Estado. Para estas publicaciones se fija el plazo de
seis meses, a partir de la notificación de la presente Sen-
tencia.57
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56 Cfr. CR, 164 y 165.
57 Cfr. PI, 252. También, CR, 160; RC, 209; CN, 138.
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7. Reconocimiento de responsabilidad y desagravio a las víctimas

[136] Para que el reconocimiento de responsabilidad efec-
tuado por [el Estado] y lo establecido por este Tribunal rin-
dan plenos efectos de reparación al señor Carpio Nicolle y
a los miembros ejecutados de su comitiva, así como para
que sirvan de garantía de no repetición, la Corte estima
que el Estado deberá realizar un acto público de
reconocimiento de su responsabilidad en relación con el
atentado de 3 de julio de 1993 y la subsiguiente obstruc-
ción de justicia en el presente caso, así como de desagravio
a la memoria de los señores Carpio Nicolle, Villacorta Fa-
jardo, Ávila Guzmán y Rivas González, en presencia de las
más altas autoridades del Estado.

[137] Además, en ese mismo acto, en consideración de
las particularidades del caso, el Estado debe honrar públi-
camente la dedicación y el valor de dos personas involu-
cradas en los hechos de la presente causa: el Comisario de
Policía, César Augusto Medina Mateo, quien fue asesina-
do, y el señor Abraham Méndez García, un fiscal que tuvo
que exiliarse debido a las investigaciones que realizó.58
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58 Cfr. CN, 136 y 137.
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VII. LA PROTECCIÓN A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN
A TRAVÉS DE MEDIDAS PROVISIONALES

Como se ha descrito, la estrecha y determinante relación que
existe entre la libertad de expresión y la democracia exige una
amplia protección del derecho recogido en el artículo 13 de la
Convención. La Corte Interamericana ha fijado criterios sobre
esa indispensable protección tanto en opiniones consultivas co-
mo en sentencias correspondientes a litigios tramitados ante su
jurisdicción. También, se ha ocupado de esta materia en la
emisión de medidas urgentes y provisionales dictadas conforme
a las atribuciones preventivas que posee la Corte tanto en lo
que concierne a casos sujetos a su conocimiento, como en lo que
corresponde a asuntos que aún no se hallan sometidos a éste,
cuando la Comisión Interamericana requiere dichas medidas en
los términos de la legitimación exclusiva que le confiere, para
este fin, la Convención Americana. A través de medidas de es-
te carácter se ha protegido la libertad de pensamiento y expre-
sión.59 Al respecto, es preciso tomar en cuenta que la propia
Corte ha reconocido que las medidas provisionales poseen un
doble designio: cautelar, para asegurar el procedimiento, su ma-
teria y sus sujetos, y tutelar, para la preservación de derechos
fundamentales.

En el desempeño de esta competencia, la Corte ha tomado
en cuenta la gravedad y urgencia que revestían determinados
hechos o situaciones, acreditados prima facie, así como la posi-
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59 Véanse las resoluciones en Caso del Periódico La Nación; Caso Marta
Colomina y Liliana Velásquez; Asunto diarios El Nacional y Así es la Noticia;
Asunto de la emisora de televisión Globovisión; Asunto Luisiana Ríos y otros
(Radio Caracas Televisión-RCTV).
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bilidad de que se causaran daños irreparables a las personas,
supuestos en que se funda la adopción de medidas provisiona-
les. En otros casos, la medida abarcó a un conjunto de personas
vinculadas con medios de comunicación. Cabe decir que en di-
versas hipótesis –entre ellas las relacionadas con el derecho a la
libertad de expresión– la Corte ha extendido el alcance subjeti-
vo de las medidas provisionales, con sentido garantista, a fin de
que sus beneficios lleguen a personas que no se hallan indivi-
dualizadas en el momento de emitir la medida, pero son identi-
ficables, conforme a criterios objetivos de apreciación, por su
pertenencia a un grupo que enfrenta riesgos graves o por su vin-
culación con aquél. Así, por ejemplo, la condición de trabaja-
dores de un medio de comunicación.

En alguna ocasión la Corte ordenó que mientras se dictaba
resolución sobre el fondo del asunto, quedase en suspenso la
ejecución de una sentencia condenatoria que podía causar daño
irreparable al beneficiario de la medida. Se ha ordenado garan-
tizar el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión en
forma que pudiera impedir ataques por parte de cualesquiera
individuos: agentes del Estado y terceros particulares. Por ejem-
plo, la Corte ordenó al Estado adoptar medidas de protección
perimetral con respecto a la sede de los medios de comunica-
ción en los que laboran los beneficiarios de las medidas.

A. ALCANCE

[9] Los medios de comunicación social sirven para ma-
terializar el ejercicio de la libertad de expresión. Por ello,
sus condiciones de funcionamiento deben adecuarse a los
requerimientos de esa libertad.

[10] Es fundamental que los periodistas que laboran en
los medios de comunicación gocen de la protección e in-
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dependencia necesarias para realizar sus funciones a caba-
lidad, ya que son ellos quienes mantienen informada a la
sociedad, requisito indispensable para que ésta goce de ple-
na libertad y se fortalezca el debate público.

[11] La Corte ha ordenado la protección de una plurali-
dad de personas que no han sido previamente nominadas,
pero que son identificables y determinables, y se encuen-
tran en una situación de grave peligro. Para garantizar
efectivamente los derechos consagrados en la Convención
Americana, el Estado Parte tiene la obligación de proteger
a todas las personas que se encuentren bajo su jurisdicción.
Esto significa, como lo ha dicho la Corte, que tal obliga-
ción general se impone no sólo en relación con el poder
del Estado sino también en relación con actuaciones de
terceros particulares.60

B. MEDIDAS ESPECÍFICAS

[6] El Estado debe abstenerse de realizar cualquier ac-
ción que altere el statu quo del asunto hasta que se realice
una audiencia pública y el Tribunal pueda deliberar y deci-
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60 Cfr. Asunto de la emisora de televisión Globovisión, resolución de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos de 4 de septiembre de 2004, con-
siderandos 9 a 11. También ver Asunto Luisiana Ríos y otros (Radio Caracas
Televisión-RCTV), resolución del Presidente de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos de 27 de julio de 2004, considerandos 9 a 11; resolu-
ción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 8 de septiembre
de 2004, considerandos 9 a 11 y resolución de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos de 12 de septiembre de 2004, considerandos 9 a 11; y
Asuntos diarios El Nacional y Así es la Noticia, resolución de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos de 6 de julio de 2004, considerandos
9 a 11.
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dir sobre la procedencia o no de las medidas provisionales
solicitadas por la Comisión.61

[7] El Estado debe ordenar la suspensión de la publica-
ción en el periódico en el que trabaja el beneficiario del
texto correspondiente al “por tanto” de la sentencia con-
denatoria dictada en su contra por delitos contra el honor,
así como la suspensión del enlace –en la página web de
dicho periódico– entre los artículos materia de la querella
y la parte dispositiva de la referida sentencia, por cuanto la
ejecución de esas decisiones causaría un daño irreparable
al interesado.

[8] La inscripción en el Registro Judicial de Delincuen-
tes causa un daño irreparable al periodista condenado,
puesto que afecta su ejercicio profesional del periodismo y
genera la inminencia de un daño irreparable a su honor. El
desempeño del beneficiario depende de su credibilidad
como periodista. En tal virtud, el hecho de que el delito
imputado se relacione con el ejercicio de su profesión sus-
tenta la determinación de la Corte en el sentido de que
dicha inscripción quede sin efectos hasta que el caso sea
resuelto en definitiva por los órganos del sistema interame-
ricano de derechos humanos. De esta manera se previene
la presentación de daños que no puedan ser reparados, a
diferencia de aquellos otros que pueden serlo, porque re-
visten carácter esencialmente monetario.62

61 Cfr. HU, resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6
de abril de 2001.

62 Cfr. HU, resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 7
de septiembre de 2001.
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[2] Se requiere al Estado que adopte, sin dilación, las
medidas que sean necesarias para brindar protección pe-
rimetral a las sedes de los medios de comunicación social
en los que laboran los beneficiarios de las medidas.63

67

63 Cfr. Asunto diarios El Nacional y Así es la Noticia, 6 de julio de 2004, reso-
lutivo 2. También, Asunto Luisiana Ríos y otros (Radio Caracas Televisión-
RCTV), resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos de 27 de julio de 2004, resolutivo 3; resolución de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos de 12 de septiembre de 2004, reso-
lutivo 2.
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APÉNDICE

VOTO DEL JUEZ SERGIO GARCÍA RAMÍREZ SOBRE LA SENTENCIA

DEL CASO HERRERA ULLOA DEL 2 DE JULIO DE 2004, RELATIVA

A LIBERTAD DE EXPRESIÓN

El Estado condenó al periodista Mauricio Herrera Ulloa por de-
litos de publicación de ofensas en la modalidad de difamación,
cometidos a través de artículos suscritos por aquél y aparecidos
en el diario La Nación, de San José, Costa Rica, en agravio del
señor Félix Przedborski, representante ad honorem de Costa
Rica ante la Organización Internacional de Energía Atómica.
La sentencia condenatoria dispuso, entre otras cosas, que se hi-
ciera el asiento correspondiente en el Registro Nacional de De-
lincuentes. La impugnación de esa sentencia se hizo a través del
recurso de casación, a falta de recurso de apelación en la ley
procesal penal costarricense.

La Corte declaró la existencia de violaciones a los artículos 13
(libertad de pensamiento y expresión) y 8° (derecho a garan-
tías judiciales), en relación con los artículos 1.1 y 2°, en sus
casos, dispuso que se dejara sin efectos la sentencia penal con-
denatoria y se adecuara la ley nacional a las disposiciones de la
Convención Americana, en lo que respecta al recurso ante un
tribunal superior, y se cubriera indemnización a la víctima.

I. Libertad de expresión. Medios de comunicación social
y ejercicio del periodismo

1. No es ésta la primera vez que la Corte Interamericana
debe pronunciarse sobre hechos que afectan la libertad
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de expresión. De éstos se ha ocupado en otras oportu-
nidades, con diferente contexto: en alguna hipótesis,
dentro de una circunstancia de violaciones graves de de-
rechos humanos –así declaradas–, enrarecimiento de
la democracia y conflicto institucional; en otra, dentro
del contexto de la democracia y la vigencia de los de-
rechos fundamentales. Esta es la situación que corres-
ponde al Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, sobre el
que se produjo la Sentencia del 2 de julio del 2004, con
la que coincido y a la que acompaño el presente Voto.
La diversidad de circunstancias permite volver sobre
una cuestión relevante, que no es mi tema en este mo-
mento: las distintas características que revisten la co-
lisión entre bienes jurídicos y la preservación de los
derechos humanos en un “ambiente autoritario”, fren-
te a las que poseen en un “ambiente democrático”.

2. Al examinar, en esas otras oportunidades, hechos vio-
latorios del artículo 13 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, el Tribunal ha tomado en
cuenta, como ocurre en la sentencia a la que se agre-
ga este Voto, las características específicas que ofrece
aquella libertad cuando se ejerce a través de medios
de comunicación social que permiten la transmisión de
mensajes a un gran número de personas y posee, por lo
mismo, una proyección social que también ha sido re-
conocida por la Corte en los términos del artículo 13
de la Convención Americana. En esta hipótesis con-
tribuye a la información de la sociedad en su conjunto
y a las decisiones que adoptan sus integrantes, con
todo lo que ello significa.

3. Obviamente, la libertad de expresión se consagra y se
defiende en cualquier caso. No tiene acotaciones sub-
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jetivas. No se agota en el espacio de un grupo humano,
profesional, socioeconómico, étnico o nacional, de gé-
nero, edad, convicción o creencia. Posee un carácter
verdaderamente universal, en cuanto atañe a todas las
personas. Sin embargo, reviste particularidades espe-
cialmente relevantes –que imponen matices, cuidados,
condiciones específicas– en el supuesto de quienes
ejercen esa libertad con motivo de la profesión que des-
empeñan. Estos desarrollan una actividad que supone
la libertad de expresión y se vale directamente de ella,
como instrumento para la realización personal y medio
para que otros desenvuelvan sus potencialidades, indi-
viduales y colectivas. Por ello la libertad de expresión
figura en declaraciones o instrumentos específicos, que
se fundan en el carácter general de aquélla y transitan
de ahí a su carácter particular en el espacio de la comu-
nicación social. Esto se mira igualmente en el ámbito
doméstico, en el que se procura –tarea que también se
ha emprendido en Costa Rica– contar con disposicio-
nes adecuadas para la comunicación social, no sólo para
la expresión en general.

4. En esta última hipótesis se plantea la “dimensión tras-
cendental” de la libertad de expresión. Entre los datos
que concurren a caracterizarla figuran su gran alcance
(que le permite llegar a un número muy elevado de
personas, en su mayoría ajenas al emisor del mensaje y
desconocidas por éste), y la condición de quienes la
ejercen (profesionales de la comunicación, de quienes
depende, en buena medida, la información de los re-
ceptores del mensaje). Esto implica que la libertad de
expresión adquiera un doble valor: el que le correspon-
de por sí misma, en su calidad de derecho fundamen-
tal, aun sin tomar en cuenta la conexión que guarda
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con los restantes derechos básicos así como el papel
que cumple en el conjunto de la vida social, y el que
posee desde una perspectiva “funcional”: por el servi-
cio que brinda a la existencia, subsistencia, ejercicio,
desarrollo y garantía de otros derechos y libertades.

5. Los restantes derechos padecen, declinan o desapare-
cen cuando decae la libertad de expresión. La defensa
de la vida, la protección de la libertad, la preserva-
ción de la integridad personal, el respeto al patrimo-
nio, el acceso a la justicia deben mucho a la libertad de
expresión, desplegada como crítica o poder de denun-
cia, exigencia individual o colectiva. De ahí que el
autoritarismo suela desplegarse sobre la libertad de ex-
presión, como medio de evitar el conocimiento pun-
tual de la realidad, silenciar las discrepancias, disuadir
o frustrar la protesta y cancelar finalmente el pluralis-
mo característico de una sociedad democrática. Y de
ahí, también, que la “sensibilidad democrática” se man-
tenga en permanente estado de alerta para prevenir y
combatir cualesquiera infracciones a la libertad de ex-
presión, que pudieran traer consigo, en el futuro cerca-
no o distante, otro género de opresiones.

II. Limitación y restricción en el goce y ejercicio del derecho

6. Aun cuando el caso que ahora me ocupa no se suscita
en un contexto autoritario, el planteamiento del tema
ha permitido examinar diversos extremos relevantes
para la libertad de expresión y, en esta virtud, para las
instituciones y las prácticas en la sociedad democráti-
ca. Asimismo, ha llamado la atención sobre algunas
cuestiones que están en el centro del debate contem-
poráneo. Entre éstas se hallan la solución al conflicto
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entre bienes jurídicos y derechos, por una parte, y la
reacción legítima ante el desbordamiento que pudiera
ocurrir en el ejercicio de éstos, por la otra. No se trata,
por supuesto, de temas inexplorados; por el contrario,
han sido objeto de constante examen. Los más altos
tribunales nacionales y las jurisdicciones internaciona-
les se han ocupado en litigios que entrañan el ejercicio
de la libertad de expresión frente a otras libertades o de-
rechos, igualmente merecedores de reconocimiento y
tutela. La deliberación sobre las interrogantes que aquí
se elevan no siempre desemboca en conclusiones uná-
nimemente aceptadas. Hay en este campo deliberacio-
nes inconclusas y soluciones pendientes.

7. La resolución adoptada por la Corte, que plenamente
comparto, toma en cuenta, en un extremo, el doble va-
lor de la libertad de expresión al que antes me referí, y
en el otro, los límites que tiene el ejercicio de esa li-
bertad. La proclamación de los derechos básicos como
estatuto radical del ser humano –proclamación que
marca el advenimiento del hombre moderno: ya no
vasallo, sino ciudadano, titular de derechos en su sim-
ple condición de ser humano– se hizo conjuntamente
con otra manifestación enfática recogida en los mis-
mos documentos: la frontera que aquellos encuentran
en los derechos de los otros hombres. Bien que se tenga
y ejerza un derecho, a condición de que esa titularidad y
ese ejercicio no despojen a los conciudadanos de la
titularidad y el ejercicio de sus propios derechos. Este
lindero, anunciado por las declaraciones clásicas y re-
tenido por los instrumentos modernos, se expresa en
diversos conceptos: sea el derecho subjetivo ajeno, sea
la seguridad de todos y las justas exigencias del bienes-
tar general y el desenvolvimiento democrático, para
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usar, ejemplificativamente, las palabras de la Declara-
ción Americana (artículo XXVII), que repercute en el
Pacto de San José (artículo 32.1).

8. De esta dialéctica, que es una experiencia constante en
las relaciones sociales y un motivo de atención perma-
nente para el control jurídico, proviene la limitación o
restricción al goce y ejercicio de los derechos y las li-
bertades. Estas restricciones “no pueden ser aplicadas
sino conforme a leyes que se dictaren por razones de
interés general y con el propósito para el cual han sido
establecidas” (artículo 30 de la Convención America-
na). Las reglas de interpretación de los tratados, con el
acento especial que poseen cuando vienen al caso los
derechos humanos, buscan la mayor y mejor vigencia
de derechos y libertades, conforme al objeto y fin del
correspondiente tratado. De ahí que las limitaciones de-
ban ser entendidas y aplicadas con criterio restrictivo,
sujetas a la mayor exigencia de racionalidad, oportuni-
dad y moderación. Este es un punto también explorado
por la jurisprudencia internacional y recogido en las
resoluciones de la Corte Interamericana.

9. En este extremo, es pertinente observar que al régi-
men de las limitaciones genéricas, correspondientes a
diversos derechos y libertades, la Convención agrega
referencias específicas en el rubro de la libertad de
pensamiento y de expresión, como se mira en el artícu-
lo 13, párrafos 2, 4 y 5. La Corte ha elaborado ya una
fórmula cuidadosa sobre las restricciones admisibles en
este caso, que sirve para ponderar las que establezcan
los ordenamientos nacionales. En la Opinión Consul-
tiva OC-5/85, acerca de La Colegiación Obligatoria de
Periodistas (Artículos 13 y 29 de la Convención Ame-
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ricana sobre Derechos Humanos), del 13 de noviem-
bre de 1985, este Tribunal señaló que “la ‘necesidad’ y,
por ende, la legalidad de las restricciones a la libertad
de expresión fundadas en el artículo 13.2 de la Con-
vención Americana, dependerá de que estén orien-
tadas a satisfacer un interés público imperativo. Entre
varias opciones para alcanzar ese objetivo debe esco-
gerse aquella que restrinja en menor escala el derecho
protegido. Dado este estándar, no es suficiente que se
demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósi-
to útil u oportuno; para que sean compatibles con la
Convención las restricciones deben justificarse según
objetivos colectivos que, por su importancia, prepon-
deren claramente sobre la necesidad social del pleno
goce del derecho que el artículo 13 garantiza y no limi-
ten más de lo estrictamente necesario el derecho pro-
clamado en dicho artículo. Es decir, la restricción debe
ser proporcionada al interés que la justifica y ajustar-
se estrechamente al logro de ese legítimo objetivo”
(párrafo 46).

III. Reacción penal

10. En los términos descritos, se acepta la posibilidad y la
necesidad de echar mano de ciertas reacciones que
permitan mantener a cada quien en el ámbito de sus
libertades y derechos, y sancionar, en consecuencia,
los desbordamientos que impliquen atropello de las li-
bertades y los derechos ajenos. Sobre este fundamento
se construye el sistema de responsabilidades, en sus di-
versas vertientes, con el correspondiente catálogo de
sanciones. En la prudente selección de las opciones
legítimas se halla el equilibrio que disuade tanto la
anarquía como el autoritarismo.
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11. No es infrecuente que la libertad de expresión, recogida
en el artículo 13 de la Convención Americana, entre
o parezca entrar en colisión con otros derechos, como
lo son cuantos tienen que ver con la intimidad, el ho-
nor, el prestigio, el principio de inocencia. El artículo
11 de la misma Convención alude al derecho a la hon-
ra y a la dignidad. Colisión de bienes tutelados, ésta,
que posee rasgos particulares cuando la expresión se
vale de los medios sociales de comunicación, con el
enorme alcance que éstos tienen, el poder que signifi-
can y el impacto que pueden tener –por eso mismo– en
la vida de las personas y en la integridad y preservación
de sus bienes jurídicos. Cuando no ha sido posible evi-
tar la colisión, es preciso proveer un acto de autoridad
que corrija la desviación, exija la responsabilidad con-
siguiente e imponga las medidas que deriven de ésta. Es
en este ámbito donde surge la necesidad, cuya satisfac-
ción no siempre es sencilla, de identificar los intereses
merecedores de tutela, valorar su jerarquía en el orden
democrático y seleccionar los medios adecuados para
protegerlos.

12. El caso sujeto al conocimiento de la Corte Interameri-
cana, a propósito de la publicación de ciertos artículos
en el diario La Nación, de Costa Rica, por el periodista
Mauricio Herrera Ulloa, trae consigo el examen de la
vía penal como medio para sancionar conductas ilíci-
tas –según determinadas alegaciones– en el ejercicio
de la actividad periodística, con agravio de particula-
res. De primera intención, este planteamiento condu-
ce al examen de tipos penales y su interpretación en el
correspondiente enjuiciamiento. Es así que se plantea
el problema del dolo, en general, y el dolo específico
que pudiera requerir el tipo penal cuando se trata de
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delitos contra el honor. También se suscita en este
punto el tema de la exceptio veritatis como posible causa
de exclusión penal –sea por atipicidad de la conducta,
sea por justificación o inculpabilidad, según la recep-
ción que se haga de ese posible argumento en los or-
denamientos positivos y el concepto que sustente la
doctrina–, y las cuestiones que esto promueve en lo que
respecta a la llamada presunción de inocencia, o más
rigurosamente, al principio de inocencia que gobierna
y modera el trato penal y procesal del inculpado.

13. Si las cosas se plantean de esta manera, cabría afirmar:
a) que la caracterización de la infracción punible que
trae consigo el ejercicio desviado de la libertad de ex-
presión debe tomar en cuenta el dolo específico de
causar descrédito, lesionar la buena fama o el prestigio,
inferir perjuicio al sujeto pasivo, y no limitarse a prever
e incriminar cierto resultado; b) que es debido, como
lo requiere el derecho penal de orientación democrá-
tica, poner la carga de la prueba en las manos de quien
acusa y no de quien recibe y rechaza la acusación am-
parado por el principio de inocencia; c) que la eventual
regulación de una exceptio veritatis, en su caso, no debe
significar inversión en la carga de la prueba que con-
tradiga las derivaciones probatorias de ese principio; y
d) que el ejercicio de la profesión periodística, que im-
plica derechos y deberes vinculados a la información
–entre ellos, determinadas obligaciones de cuidado,
como corresponde al desempeño de cualquier activi-
dad– y se encuentra previsto y amparado por la ley
–existe un interés social y una consagración estatal de
ese interés–, puede constituir una hipótesis de exclu-
sión del delito, por licitud de la conducta, si se adecua
a las condiciones que consigna la regulación de esta ex-
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cluyente, similares o idénticas a las previstas para la
plena satisfacción de otras causas de justificación. Des-
de luego, al examinar ese deber de cuidado es preciso
acotar su alcance con ponderación. Que deba existir
no implica que vaya más allá de lo razonable. Esto últi-
mo traería consigo una inhibición absoluta: el silencio
sustituiría al debate.

14. Ahora bien, creo que antes de resolver la mejor forma
de tipificar penalmente estos ilícitos, habría que de-
cidir si es necesario y conveniente, para la adecuada
solución de fondo del problema –consecuente con el
conjunto de bienes e intereses en conflicto y con el sig-
nificado que tienen las opciones al alcance del legis-
lador–, recurrir a la solución penal o basta con prever
responsabilidades de otro orden y poner en movimien-
to reacciones jurídicas de distinta naturaleza: adminis-
trativas y civiles, por ejemplo, como ocurre en un gran
número –de hecho, en el mayor número, con mucho–
de supuestos de conducta ilícita, que el derecho no
enfrenta con instrumentos penales, sino con medidas
de diverso género.

15. En este punto del análisis, es preciso recordar que, en
general –y salvo rezagos históricos y tentaciones auto-
ritarias, que no son pocas ni se hallan en receso–, pre-
valece la corriente favorable al denominado derecho
penal “mínimo”, es decir, al empleo moderado, res-
trictivo, marginal, del aparato punitivo, reservado pre-
cisamente para aquellos casos en que es imposible o
francamente inadecuado optar por soluciones menos
abrumadoras. El aparato penal constituye la herramien-
ta más severa con que cuenta el Estado –la sociedad,
mejor todavía–, en el despliegue de su monopolio de la
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fuerza, para enfrentar conductas que atentan grave-
mente –muy gravemente– contra la vida de la comuni-
dad y los derechos primordiales de sus integrantes.

16. En un “ambiente político autoritario” se recurre con
frecuencia al expediente punitivo: éste no constituye
el último recurso, sino uno de los primeros, conforme
a la tendencia a “gobernar con el Código Penal en la
mano”, una proclividad que se instala tanto sobre el
autoritarismo, confeso o encubierto, como sobre la ig-
norancia, que no encuentra mejor modo de atender la
legítima demanda social de seguridad. Lo contrario su-
cede en un “ambiente democrático”: la tipificación
penal de las conductas y la aplicación de penas consti-
tuyen el último recurso, una vez agotados los restantes
o demostrado que son ineficientes para sancionar las
más graves lesiones a los bienes jurídicos de mayor je-
rarquía. Es entonces, y sólo entonces, cuando se acepta
el empleo del remedio penal: porque es indispensable
e inevitable. E incluso en esta circunstancia, la tipifi-
cación debe ser cuidadosa y rigurosa, y la punición
debe ser racional, ajustada a la jerarquía de los bienes
tutelados, a la lesión que se les causa o al peligro en el
que se les coloca y a la culpabilidad del agente, y elegi-
da entre diversas opciones útiles que están a la mano
del legislador y del juzgador, en sus respectivos mo-
mentos. Por supuesto, se debe distinguir entre la “ver-
dadera necesidad” de utilizar el sistema penal, que debe
tener un claro sustento objetivo, y la “falsa necesidad”
de hacerlo, apenas como consecuencia de la inefica-
cia de la autoridad, que se pretende “corregir” con el
desbocamiento del aparato represivo.
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17. Reservar el expediente penal para el menor número de
casos no significa, en modo alguno, justificar conductas
ilícitas o autorizar la impunidad de éstas, dejando sin
respuesta el agravio cometido, lo cual implicaría el in-
cumplimiento de deberes estatales frente a la víctima
de aquél. Sólo implica reconducir la respuesta jurídica
hacia una vía en la que los hechos puedan ser juzgados
racionalmente, y su autor sancionado como correspon-
da. Esta alternativa permite atender, en forma perti-
nente y con el menor costo social, la necesidad de
preservar bienes estimables que entran en aparente co-
lisión, sin incurrir en castigos innecesarios –que serían,
por lo mismo, excesivos–, y dejando siempre viva la
posibilidad –más todavía: la necesidad– de que quienes
incurren en comportamientos ilícitos reciban la con-
dena que merecen. En suma: despenalización no sig-
nifica ni autorización ni impunidad.

18. Esta forma de enfrentar la ilicitud parece especialmen-
te adecuada en el supuesto de (algunas o todas las)
afectaciones al honor, la buena fama, el prestigio de los
particulares. Esto así, porque a través de la vía civil se
obtienen los resultados que se querría derivar de la vía
penal, sin los riesgos y desventajas que ésta presenta.
En efecto, la sentencia civil condenatoria constituye,
de suyo, una declaración de ilicitud no menos enfática
y eficaz que la condena penal: señala, bajo un título
jurídico diferente, lo mismo que se espera de ésta, a sa-
ber, que el demandado incurrió en un comportamien-
to injusto en agravio del demandante, a quien le asiste
el derecho y la razón. De esta suerte, la sentencia civil
entraña, por sí misma, una reparación consecuente con
la necesidad de satisfacer el honor de quien reclama la
tutela judicial. El valor de la sentencia, per se, como

80

libertad de expresión nuevo.qxp  10/16/2007  3:31 PM  Page 80



medio de reparación o satisfacción moral, ha sido reco-
gido por la Corte Interamericana en numerosas sen-
tencias, entre las que hoy figura la relativa al Caso
Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Por otra parte, la misma
sentencia civil puede condenar al pago de ciertas pres-
taciones correspondientes al daño moral y, en su caso,
material, causado a la persona a quien se difamó. Así
las cosas, una resolución civil provee las dos especies
de reparación que revisten mayor interés para el sujeto
agraviado, y además entraña, para satisfacción social,
el reproche jurídico que merece una conducta ilícita.

19. En fin de cuentas, esta solución debiera ser considera-
da seriamente, de lege ferenda –y en efecto lo ha sido–,
como sustituto de las opciones penales cuando se trata
de enjuiciar a un periodista por infracciones contra el
honor en el ejercicio de la profesión, dejando siempre
a salvo –es obvio– la justificación civil y penal que de-
riva del ejercicio de un derecho o el cumplimiento de
un deber ceñidos a las normas que encauzan la activi-
dad informativa, que desde luego no está ni puede estar
sustraída a responsabilidad, como no lo está la conduc-
ta de ninguna persona. Evidentemente, la solución ci-
vil no trae consigo los problemas que suscita la solución
penal ante las normas nacionales e internacionales en
materia de derechos humanos, ni posee el carácter in-
timidante inherente a la conminación penal y que
apareja, como lo ha visto la Corte, un factor de inhibi-
ción para el ejercicio de la libertad de expresión.

20. En la búsqueda de soluciones alternativas, que debie-
ran desembocar, no obstante, en “la” solución razona-
ble para este asunto, no sobra recordar que en algunos
casos se ha previsto la posibilidad de sancionar penal-
mente la reiterada comisión de ilícitos inicialmente san-
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cionables bajo el derecho civil o administrativo. En
tales supuestos, la reiteración de una falta implica el
agravamiento de la ilicitud, hasta el extremo de que
ésta transite del orden civil o administrativo al orden
penal y sea sancionable con medidas de este último
carácter. Pudiera haber otras opciones, de media vía,
en el camino que lleve a la solución que no pocos con-
sideramos preferible: resolver por la vía civil los ex-
cesos cometidos a través de medios de comunicación
social, por profesionales de la información. Esta pro-
puesta no significa, necesariamente, ni exclusión ni
inclusión, dentro de la hipótesis examinada, de los
supuestos que integran el universo entero de las infrac-
ciones contra el honor. En diversas legislaciones se ha
operado el tránsito, total o parcial, hacia los remedios
civiles y administrativos.

21. En el conocimiento del caso por parte de la Corte se
tuvo noticia sobre un proyecto de reformas en Costa
Rica, a propósito de libertad de expresión y prensa, que
introduciría cambios en los Códigos Penal y Procesal
Penal y en la Ley de Imprenta. Este proyecto pone a la
vista la existencia de una corriente de opinión que
considera pertinente modificar normas en puntos es-
trechamente vinculados a la libertad de expresión. En
los términos del proyecto, acerca del cual la Corte no
está llamada a pronunciarse en este caso contencioso,
el artículo 151 del Código Penal pasaría a incorporar
determinados supuestos de exclusión del delito rela-
cionados con comportamientos del género que ahora
nos ocupa. Entre éstos figuran situaciones tales como
que “se trate de la publicación o la reproducción de
informaciones o juicios de valor sobre hechos de inte-
rés público, ofensivas al honor o al crédito público, ver-
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tidas por otros medios de comunicación colectiva, por
agencias de noticias, por autoridades públicas, o por par-
ticulares con conocimiento autorizado de los hechos,
siempre que la publicación indique de cuál de éstos
proviene la información” (inciso 2); y como que se tra-
te “del concepto desfavorable expresado en cumpli-
miento de un deber o ejerciendo un derecho, siempre
que el modo de proceder o la falta de reserva, cuando
debió haberla, no demuestren un propósito ofensivo”
(inciso 4).

IV. Tutela del honor. Interés público y condición de funcionario

22. La reflexión de la Corte, a partir de las particularidades
del caso en examen, se ha ocupado en ciertos aspectos
de la especificidad que presenta la colisión entre la li-
bertad de expresión, ejercida para fines informativos
dentro de un desempeño profesional, y el derecho a la
buena fama, el prestigio, el honor, la intimidad –en sus
casos– de quien resulta aludido por esa información.
En la especie, se ha deslindado la situación que guarda
el funcionario público de la que tiene el ciudadano or-
dinario, que no desempeña función alguna por encar-
go o en nombre del Estado.

23. Con respecto a este asunto, vale decir, por una par-
te, que entre los objetivos centrales de la información
requerida por los ciudadanos y provista por los comu-
nicadores sociales figura, precisamente, aquella que se
refiere a la “cosa pública”, en un sentido amplio, con-
temporáneo y “realista”: se trata de que “todos puedan
saber lo que a todos interesa”. Existe un legítimo inte-
rés, en el que se instala un también legítimo empleo de
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la libertad de expresión en su vertiente informativa, en
conocer lo que de alguna manera compromete a la so-
ciedad en su conjunto, incide sobre la marcha del Es-
tado, afecta intereses o derechos generales, acarrea
consecuencias importantes para la comunidad. Las ta-
reas de gobierno –y más ampliamente, las actividades
del Estado, a través de sus diversos órganos– no son
indiferentes y mucho menos debieran ser inaccesibles
al conocimiento de los ciudadanos comunes. La demo-
cracia se construye a partir de la opinión pública, debi-
damente informada, que con base en esa información
orienta su juicio y toma sus decisiones. Así, el ingreso
en el ámbito de esas cuestiones resultará mucho más
holgado que el correspondiente a los asuntos estricta-
mente privados, propios de la vida personal o íntima,
que no trascienden sus estrictos linderos. La llamada
“transparencia” tiene en aquel ámbito uno de sus espa-
cios naturales.

24. Hoy día, en una sociedad compleja, heterogénea, des-
arrollada, que se mueve bajo la influencia de diversos
agentes sociales, políticos y económicos, esa “zona de
interés” público ya no se ciñe únicamente a las activi-
dades que pudieran clasificarse, formalmente, como
“estatales”, “gubernamentales” u “oficiales”. Va mucho
más lejos, tan lejos como lo reclame el interés público.
No sólo los actos formales del Estado afectan la situa-
ción y las decisiones de los particulares: también otros
agentes pueden influir poderosamente, y hasta decisi-
vamente, en la vida de éstos. Por otra parte, no pode-
mos ignorar otro delicado y relevante aspecto de estos
temas: las alteraciones que pudiera haber en la infor-
mación y las acechanzas del poder –formal e informal–
que pudieran refugiarse tras la difusión de las noticias
y la expresión del pensamiento.
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25. También conviene destacar que no se afirma en mo-
mento alguno que el funcionario público pierde, por el
hecho de serlo, el derecho que todas las personas tie-
nen a la protección de su honor, buena fama, prestigio,
vida personal e íntima. Sucede, sin embargo, que la vi-
da del funcionario público –entendido el concepto en
un sentido amplio– no tiene los claros linderos, si los
hay, de la vida de un ciudadano particular. No siempre
será fácil distinguir entre los actos privados y los actos
públicos, o mejor todavía, entre los actos personales sin
trascendencia, relevancia o interés públicos, y los actos
personales que sí los tengan. La dificultad en estable-
cer el deslinde no significa, lo subrayo, que no exista
una zona estrictamente privada, legítimamente sustraí-
da a la observación pública.

26. Al analizar este punto, que ha sido materia de cons-
tante examen y debate, no es posible ignorar que el
funcionario público puede utilizar la autoridad o la in-
fluencia que posee, precisamente por aquella condición,
para servir intereses privados, suyos o ajenos, de manera
más o menos oculta o evidente. Este servicio a intere-
ses privados, si lo hay, no debe quedar al margen del es-
crutinio colectivo democrático. De lo contrario, sería
fácil tender fronteras artificiosas entre “lo público y lo
privado”, para sustraer a ese escrutinio democrático
situaciones o actos privados que se abastecen de la
condición del individuo como funcionario público.
Por ende, el “umbral de protección” de quien ha acep-
tado servir a la república, en sentido lato, es más bajo
que el de quien no se encuentra en esa situación (co-
mo lo es, por diversos motivos, el de quienes libremen-
te han querido colocarse, y así lo han hecho, en una
posición de visibilidad que permite un amplio acceso
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público). De nuevo subrayo: el umbral existe, desde
luego, pero es diferente del que ampara al ciudadano
que no ha asumido la condición y la responsabilidad de
quien tiene un cargo público y que por eso mismo tie-
ne determinados deberes –éticos, pero también jurídi-
cos– frente a la sociedad a la que sirve o al Estado que
gestiona los intereses de la sociedad.

27. Dicho de otro modo, la república se halla atenta, con
pleno derecho, a la forma en que sus funcionarios la
representan, atienden sus intereses, desempeñan las
tareas inherentes a los cargos conferidos, ejercen la
autoridad, la influencia o las ventajas que esa repre-
sentación o esos cargos significan. La confianza que la
sociedad otorga –directamente o a través de las desig-
naciones que hacen determinados órganos del Esta-
do– no constituye un “cheque en blanco”. Se apoya y
renueva en la rendición de cuentas. Ésta no constituye
un acto solemne y periódico, sino una práctica cons-
tante, a través de informaciones, razonamientos, com-
probaciones. Obviamente, el ejercicio del escrutinio
por medio de la información que se ofrece al público
no queda al margen de cualquier responsabilidad: na-
die se halla, hoy día, legibus solutus. La democracia no
significa un mero traslado del capricho de unas manos
a otras, que quedarían, finalmente, totalmente desata-
das. Pero ya me referí a la posible exigencia de res-
ponsabilidades y a la vía para hacerlo.

V. Recurso ante un juez o tribunal superior

28. Hay otras cuestiones recogidas en la sentencia dictada
en el Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, que deseo exa-
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minar en este Voto. Una de ellas es la referente al re-
curso intentado para combatir la resolución judicial
dictada en contra de la víctima. La Convención Ame-
ricana dispone, en materia de garantías judiciales, que
el inculpado de delito tendrá derecho a “recurrir del
fallo ante juez o tribunal superior” (artículo 2.h). Esta
garantía concurre a integrar el debido proceso legal,
extendido por la Corte a todos los supuestos de enjui-
ciamiento, no sólo a los de carácter penal, y que en mi
concepto puede proyectarse también al sistema de pro-
tección judicial previsto en el artículo 25 del Pacto de
San José, si se entiende que este recurso, con entidad
propia que le distingue del procedimiento al que se
refiere el artículo 8°, debe ajustarse igualmente al régi-
men del debido proceso legal, con lo que esto implica.

29. En el orden del enjuiciamiento es bien conocido el sis-
tema de doble instancia, con mayor o menor amplitud
de conocimiento en el caso de la segunda, enderezada
a reexaminar la materia que nutrió la primera y a con-
firmar, modificar o revocar, con apoyo en ese reexa-
men, la sentencia en la que ésta culminó. También
existe la posibilidad de someter a control la resolución
definitiva, esto es, la dictada en la segunda instancia
–exista o no plazo legal para intentar el control–, a
través de un medio impugnativo que permite examinar
la conformidad de ese pronunciamiento con la ley que
debió aplicarse, en el doble supuesto del error in judi-
cando y el error in procedendo. Otra cosa es el proceso
extraordinario en materia penal –o, si se prefiere, re-
curso extraordinario– que autoriza, en contadas hipó-
tesis, la reconsideración y eventual anulación de la
sentencia condenatoria que se ejecuta actualmente:
comprobación de que vive el sujeto por cuyo supuesto
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homicidio se condenó al actor, declaratoria de falsedad
del instrumento público que constituye la única prue-
ba en la que se fundó la sentencia adversa, condena en
contra de dos sujetos en procesos separados cuando re-
sulta imposible que ambos hubiesen cometido el deli-
to, etcétera. Obviamente, este remedio excepcional no
forma parte de los recursos ordinarios para combatir la
sentencia penal definitiva. Tampoco forma parte de ellos
la impugnación de la constitucionalidad de una ley.

30. En este punto debemos preguntarnos qué es lo que pu-
diera exigirse del recurso mencionado en el artículo
8.h de la Convención, dentro del criterio de máxima
protección de los derechos del individuo y, por lo tan-
to, conforme al principio de inocencia que le sigue
acompañando mientras no se dicta sentencia firme, y
del derecho de acceder a la justicia formal y material,
que reclama la emisión de una sentencia “justa” (in-
clusive condenatoria, aunque con un contenido puni-
tivo diferente del que pareció adecuado en primer
término). ¿Se trata de una revisión limitada, que pu-
diera dejar fuera aspectos verdaderamente relevantes
para establecer la responsabilidad penal del sujeto?
¿Basta con una revisión limitada, que aborde algunos
aspectos de la sentencia adversa, dejando otros, nece-
sariamente, en una zona inabordable y por lo mismo
oscura, no obstante la posibilidad de que en éstos se
hallen los motivos y las razones para acreditar la
inocencia del inculpado?

31. La formulación de la pregunta en aquellos términos trae
consigo, naturalmente, la respuesta. Se trata de prote-
ger los derechos humanos del individuo, y entre ellos
el derecho a no ser condenado si no se establece sufi-
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cientemente la realización del hecho punible y la res-
ponsabilidad penal del sujeto, y no sólo de cuidar, en
determinados extremos, la pulcritud del proceso o de la
sentencia. Por lo tanto, ese recurso ante juez o tribunal
superior –que sería superior en grado, dentro del orden
competencial de los tribunales– debe ser uno que efec-
tivamente permita al superior entrar en el fondo de la
controversia, examinar los hechos aducidos, las defen-
sas propuestas, las pruebas recibidas, la valoración de
éstas, las normas invocadas y la aplicación de ellas, in-
clusive en aspectos tales como la individualización de
la pena o medida (que abarca la sustitución pertinen-
te), como resulte justo en consideración de la gravedad
del hecho, el bien jurídico afectado, la culpabilidad del
agente y los otros datos que concurren al ejercicio de
la individualización (atenuantes y agravantes o ele-
mentos de referencia que guían el razonado arbitrio
judicial).

32. Es evidente que esas necesidades no se satisfacen con
un recurso de “espectro” reducido, y mucho menos
–obviamente– cuando se prescinde totalmente de
cualquier recurso, como algunas legislaciones prevén
en el caso de delitos considerados de poca entidad, que
dan lugar a procesos abreviados. Para la plena satisfac-
ción de estos requerimientos, con inclusión de los bene-
ficios de la defensa material del inculpado, que traiga
consecuencias de mayor justicia por encima de restric-
ciones técnicas que no son el mejor medio para alcan-
zarla, sería pertinente acoger y extender el sistema de
suplencia de los agravios a cargo del tribunal de alzada.
Los errores y las deficiencias de una defensa incompe-
tente serían sorteados por el tribunal, en bien de la jus-
ticia.
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33. Con respecto a la sentencia dictada en el Caso Castillo
Petruzzi, un Juez de la Corte produjo un Voto concu-
rrente razonado en el que se refirió a este asunto, inter
alia, aunque lo hiciera a propósito de la inobservancia
del recurso en la hipótesis de un juicio militar: “no se
respetó el derecho de las víctimas a una segunda ins-
tancia (porque los organismos que intervinieron en la
revisión de la sentencia) no se desempeñaron como
tribunales que reexaminaran la totalidad de los hechos
de la causa, ponderaran el valor del acervo probatorio
recaudaran las pruebas adicionales que fueran menes-
ter, produjeran, de nuevo, una calificación jurídica de
los hechos en cuestión a la luz de las normas penales
internas y fundamentaran argumentativamente esa ca-
lificación” (Voto concurrente del Juez Carlos Vicente de
Roux Rengifo, correspondientes a la sentencia del Caso
Castillo Petruzzi y otros, del 30 de mayo de 1999).

34. En el presente caso se hizo uso del recurso de casación,
único que contiene el sistema procesal del Estado, por
cuanto fue suprimido el recurso de apelación, con el
que se integra la segunda instancia. De ninguna mane-
ra pretende la Corte desconocer el papel que ha cum-
plido, en una extensa tradición procesal, y la eficacia
que ha tenido y tiene el recurso de casación –no obs-
tante tratarse, generalmente, de un medio impugnati-
vo excesivamente complejo y no siempre accesible a la
generalidad de los justiciables–, sino ha tomado en
cuenta el ámbito de las cuestiones que, conforme al
derecho positivo, se hallan abarcadas por un régimen
concreto de casación y están sujetas, por lo mismo, a
la competencia material del tribunal superior. En la espe-
cie, la casación no posee el alcance que he descrito su-
pra, sub 30, y al que se refirió la sentencia de la Corte

90

libertad de expresión nuevo.qxp  10/16/2007  3:31 PM  Page 90



Interamericana para establecer el alcance del artículo
8.h del Pacto de San José. Es posible que en otras cons-
trucciones nacionales el recurso de casación –que tam-
bién presenta diferentes desarrollos– abarque puntos
que regularmente corresponden a una apelación, ade-
más de la revisión de legalidad inherente a aquél.

35. Desde luego, estoy consciente de que esto suscita pro-
blemas importantes. Existe una fuerte y acreditada
tendencia, que se acoge, por ejemplo, en el excelente
Código Procesal Penal Modelo para Iberoamérica, com-
puesto por un selecto grupo de juristas, que opta por
prescindir de la doble instancia tradicional y dejar sub-
sistente sólo la casación, como medio de control su-
perior de la sentencia. Esta opción se sustenta, entre
otros argumentos, en el alto costo de la doble instan-
cia y en la necesidad de preservar el principio de
inmediación procesal, que no siempre impera en la ape-
lación, bajo sus términos acostumbrados. Para retener
los bienes que se asignan a la doble instancia seguida
ante un juzgador monocrático, primero, y otro colegia-
do, después, cuyos integrantes pueden significar, colec-
tivamente, una garantía adicional de sentencia justa,
aquella opción contempla la integración plural del
órgano de única instancia.

VI. Exenciones fiscales

36. En la Sentencia a la que concurro con este Voto hay
todavía dos cuestiones que me propongo mencionar,
aunque no tengan la relevancia de las anteriormente
señaladas. Una de ellas tiene que ver con la determina-
ción de que ninguno de los rubros concernientes al
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pago de reparaciones pecuniarias, costas y gastos puede
ser objeto de impuesto o tasa actualmente existente o
que pudiera decretarse en el futuro. Comprendo y com-
parto el sentido material de la determinación, y por
ello he votado a favor de esta cláusula: se quiere evitar
que el monto de la indemnización se vea reducido a
través de disposiciones fiscales que pudieran privar de
significado a estas reparaciones materiales y dejar a la
intemperie los derechos de la víctima.

37. Sin embargo, en otras ocasiones he observado –e insis-
to ahora– que ese mismo designio puede alcanzarse por
una vía menos controvertible. La solución acostum-
brada en las resoluciones de la Corte supone una al-
teración en el sistema fiscal del Estado: exención fiscal
que pudiera resultar complicada e inconveniente. Esto
mismo se puede lograr por otro medio, como es dis-
poner que las cantidades que se acuerdan en favor de
los beneficiarios tengan carácter “líquido” o “neto”, y
que por lo mismo se cubran en el monto dispuesto
por la Corte, sin perjuicio de que el Estado llegue a
este resultado por la vía del subsidio o del incremento
en la previsión económica del pago, a fin de que, una
vez aplicados los descuentos fiscales que prevé la le-
gislación tributaria con carácter general, la suma debi-
da y pagada sea exactamente aquella que previno la
sentencia.

VII. Gastos y honorarios de asistentes jurídicos

38. En este caso, la Corte ha resuelto, por primera vez, que
las sumas correspondientes a los gastos y honorarios
relativos a terceras personas que asistieron jurídicamen-
te a la víctima, sean entregados a ésta, para que sea
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ella, y no la Corte, quien haga la distribución que con-
sidere pertinente y satisfaga las obligaciones que, en su
caso, hubiese contraído, o se conduzca como la equi-
dad aconseje. A partir de la Sentencia de reparaciones
del Caso Garrido Baigorria, del 27 de agosto de 1998,
la Corte emprendió ciertas definiciones sobre los pagos
debidos a quienes brindan esa asistencia, que cierta-
mente reviste la mayor importancia. Difícilmente se po-
dría desempeñar la tutela internacional de los derechos
humanos si no se contara con la frecuente y eficiente
concurrencia de profesionales que sustentan, tanto en
el orden interno como en el internacional, los dere-
chos de la víctima. Aquéllos constituyen una pieza
importante –y a menudo decisiva– para el conjunto
de actividades destinadas a favorecer el acceso a la jus-
ticia.

39. Para ponderar las costas y gastos sobre los que verse la
sentencia, de los que forma parte el rubro al que ahora
me refiero, la Corte Interamericana ha creído perti-
nente tomar en cuenta no sólo la comprobación de
dichos gastos –que en muchos casos es prácticamente
imposible, en la forma en que lo exigiría una contabi-
lidad rigurosa–, sino también las circunstancias del
caso concreto, las características del procedimiento
respectivo y la naturaleza de la jurisdicción protectora
de los derechos humanos, que se diferencia notable-
mente de la que pudiera corresponder, por ejemplo, a
asuntos estrictamente económicos. Por lo que toca al
desempeño de los asistentes jurídicos, la Corte deses-
timó entonces la posibilidad de tomar en cuenta, a la
hora de fijar costos y gastos, cierta proporción de la in-
demnización obtenida. Optó por aludir a otros ele-
mentos: “aporte de pruebas que tiendan a demostrar
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los hechos expuestos en la demanda, el conocimiento
acabado de la jurisprudencia internacional y, en ge-
neral, todo aquello que permita evaluar la calidad y
pertinencia del trabajo efectuado” (párrafo 83).

40. La Corte Interamericana ha considerado, en fin de
cuentas, que debe reconocer la necesidad en que se en-
cuentra la víctima de reconocer la asistencia que ha
recibido y los gastos que para ello se han efectuado,
pero no le corresponde ponderar el desempeño de los
asistentes jurídicos y ordenar en forma directa el pago
correspondiente. Esto concierne, más bien, a quien re-
quirió su apoyo y estuvo en todo tiempo al tanto de
sus trabajos y sus progresos. El Tribunal tampoco dis-
pone la entrega directa de honorarios a médicos que
asistieron a la víctima, ni ordena el pago de otras con-
traprestaciones a determinadas personas. Es la vícti-
ma, en la aplicación de la cantidad que recibe, quien
puede apreciar lo que sea debido o equitativo. La rela-
ción de servicio se estableció entre aquélla y sus asis-
tentes, de manera libre y directa, y el Tribunal no tiene
por qué intervenir en ella, calificándola e individuali-
zando, cuantitativamente, sus consecuencias. Ahora
bien, lo que debe hacer el Tribunal –como lo ha he-
cho en este caso, con arreglo al principio de equidad–
es prever la existencia de la contraprestación que aquí
se menciona, tomarla en cuenta a la hora de resolver
sobre la indemnización y dejar a la víctima que adopte
las decisiones y haga las precisiones que le competen.
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n la era de la globalización, el derecho a la 

comunicación es fundamental para garantizar la calidad democrática y 

avanzar hacia un verdadero Estado de derecho; por eso, es indispensable 

que los organismos de derechos humanos promuevan labores para la 

defensa y promoción de la libertad de expresión, que es piedra angular 

en la existencia misma de una sociedad democrática. Guiadas por estos 

principios, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos aúnan sus esfuerzos para coeditar 

este libro en el que se contextualiza el tema de la libre comunicación en el 

proceso democrático de nuestra sociedad.
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